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EDITORIAL 
 
 
 

Tras unos meses de interrupción, volvemos a publicar la revista 
de la Comisión de Social de Juezas y Jueces para la Democracia.  

 
Antes que nada, deseamos hacer es un público reconocimiento 

del inmenso agradecimiento a quien ha sido creador, promotor, 
desarrollador y realizador de la misma hasta reciente época, nuestro 
querido compañero Miquel Falguera.  

 
Con la reanudación de la revista, hemos tomado la decisión de 

remitir una copia de la misma a todas las personas que actúan en la 
jurisdicción de lo Social.  

 
El esquema de la revista es muy sencillo. Tras el editorial siguen 

las novedades legislativas, las de convenios colectivos y otras noticias, 
para continuar con recopilación de las sentencias del Tribunal de 
Justicia del Tribunal de la Unión Europea, del Tribunal Constitucional y 
de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo que consideramos más 
relevantes, junto algunas otras sentencias de interés o convocatorias 
de la comisión y para terminar con varios artículos sobre temas de 
actualidad en nuestro ámbito. 

 
Lo primero se nutre de lo que habitualmente recibimos en lo que 

llamamos nuestro “Newsletter”, que es una hoja diaria en la que se 
comunica lo más relevante de legislación, convenios colectivos y otras 
noticias de ese día, conteniendo el de los sábados también un resume 
de jurisprudencia.  

 
Tanto sus ejemplares como el resto de materiales que vamos 

haciendo los publicamos en nuestro blog, que se llama “Jurisdicción 
Social”. Cuenta con más de 120.000 entradas. Os invitamos a que 
entréis en el mismo y si os interesa, os inscribáis.  

 
También el día 8 de febrero próximo organizamos, junto con el 

Gabinete de Estudios Jurídicos del sindicato Comisiones Obreras, una 
jornada de estudio de los puntos críticos de la contratación laboral. En 
la revista veréis el programa en la revista. Os invitamos a asistir. 

 
Nosotros nos autoorganizamos. Es decir, somos las más de cien 

personas que integramos la Comisión los que abastecemos de 
materiales al blog y la revista. Ello supone un reto para el colectivo, 
pero si todos nos implicamos, escribir un breve artículo al año tampoco 
resulta tal costoso. En la maquetación y distribución nos ayuda el 
personal de la oficina técnica de nuestra Asociación.  



 

 

 

 
Nuestro objetivo es mantener un cauce de información y de libre 

expresión que refleje el sentir y el ideario de nuestra Asociación, 
procurando suministrar aportaciones, tanto de conocimiento científico, 
como divulgativo. Lo pretendemos hacer desde una perspectiva crítica 
tanto frente al legislador como la jurisprudencia social, en sus 
diferentes ámbitos e instancias. 

 
Nuestras ilusiones en esta etapa pasan por seguir cuando menos 

lo que hemos heredado y si es posible superarlo. Para ello tenemos 
muy presente los estímulos que nos alientan: el antropocentrismo del 
contrato de trabajo, la remoción del derecho social mercantilizado, la 
búsqueda de la equiparación salarial, el principio de que el trabajo es 
estable y no precario, y tantos otros que, porque son comunes a todos 
nosotros, también es labor de todos el participar, completar y 
promocionar este nuevo arranque de la Revista Social. Ello supone un 
reto para nosotros mismos y desde el consejo de redacción os 
animamos a participar activamente en éste nuestro sistema de 
autogestión.  

 
 Por eso y en esta línea, debemos resaltar que nos parece 

decepcionante que, ante un incumplimiento tan flagrante de la 
normativa laboral de nuestro entorno cultural, como es el que hace ver 
la real brecha retributiva por la sola razón de género, el responsable del 
Gobierno de una respuesta simplemente elusiva ante la opinión pública 
cuando se les pregunta sobre cuáles son las medidas que se 
pretenden adoptar. Algo habrá que hacer para cambiar esta injusta 
realidad.  

 
 En otro ámbito, enojo nos produce la forma en que ese mismo 

Gobierno aborda la obligación de negociar nuestras condiciones 
profesionales, no preparando ni las reuniones que convoca y dando 
vagas respuestas a reclamaciones bien concretadas hace ya muchos 
años.  Ya no cabe decir que se ha de crear una comisión o diferir a 
próximas reuniones hablar de medidas concretas: lo que se impone es 
decirnos ya a qué se dice que sí y a qué no y de inmediato, adoptar 
aquéllas de nuestras propuestas que sean asumidas. Esta táctica de 
continua dilación lo que hace es legitimarnos para adoptar las medidas 
que sea menester, incluida la huelga, por supuesto. Vista la situación, 
sólo se trata de organizarnos.  

 
 En todo caso, con la esperanza de que os sea de utilidad esta 

revista, con un cordial saludo, os la enviamos.  
 

 
 

 



 

 

 

LEGISLACIÓN 
 

 

UNIÓN EUROPEA 

ESTATAL 

COMUNIDADES AUTÓNOMAS 
 
 
 

UNIÓN EUROPEA 

Resolución del Parlamento Europeo, de 19 de enero de 2016, sobre el papel del 
diálogo intercultural, la diversidad cultural y la educación en la promoción de los 
valores fundamentales de la UE (2015/2139(INI)) (2018/C 011/02) Ir al texto 
 
Resolución del Parlamento Europeo, de 19 de enero de 2016, sobre factores externos 
que representan obstáculos para el emprendimiento de las mujeres europeas 
(2015/2111(INI)) Ir al texto 
 
Resolución del Parlamento Europeo, de 21 de enero de 2016, sobre las prioridades 
de la UE para los periodos de sesiones del Consejo de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas en 2016 (2015/3035(RSP)) (2018/C 011/10) Ir al texto 
  
Equipos de protección individual  
Resolución legislativa del Parlamento Europeo, de 20 de enero de 2016, sobre la 
propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a los 
equipos de protección individual (COM (2014) 0186 — C7-0110/2014 — 
2014/0108(COD)) Ir al texto 
  
Posición del Parlamento Europeo aprobada en primera lectura el 20 de enero de 2016 
con vistas a la adopción del Reglamento (UE) 2016/… del Parlamento Europeo y del 
Consejo relativo a los equipos de protección individual y por el que se deroga la 
Directiva 89/686/CEE del Consejo Ir al texto 
 
 

ESTATAL 

Resolución de 2 de enero de 2018, de la Tesorería General de la Seguridad Social, 
por la que se modifica la de 16 de julio de 2004, sobre determinación de funciones en 
materia de gestión recaudatoria de la Seguridad Social. Ir a texto 
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http://eur-lex.europa.eu/oj/direct-access.html
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2018.011.01.0016.01.SPA&toc=OJ:C:2018:011:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2018.011.01.0035.01.SPA&toc=OJ:C:2018:011:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2018.011.01.0092.01.SPA&toc=OJ:C:2018:011:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2018.011.01.0149.01.SPA&toc=OJ:C:2018:011:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2018.011.01.0149.01.SPA&toc=OJ:C:2018:011:TOC
http://www.boe.es/diario_boe/
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2018-462


 

 

 

AUTONÓMICA 

Illes Balears 
Resolució de la consellera de Serveis Socials i Cooperació de 10 de gener de 
2018 per la qual s’actualitzen les quanties corresponents a la prestació 
econòmica bàsica, les prestacions addicionals per altres membres del nucli 
familiar, el còmput total màxim i la prestació econòmica mínima de la renda 
social garantida de l’exercici 2018 Ir a texto 
 
Castilla La Mancha 
Ley 7/2017, de 21 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Junta de 
Comunidades de Castilla-La Mancha para 2018. [NID 2017/15442] Ir al texto 
 
Galicia 
Orde do 12 de decembro de 2017 pola que se establecen as bases 
reguladoras para a concesión de subvencións dirixidas a entidades locais 
para a contratación temporal de persoas en situación ou risco de exclusión 
social perceptoras da renda de integración social de Galicia (Risga) e se 
aproba a súa convocatoria para o ano 2018. Ir a texto 
 
Extracto da Orde do 12 de decembro de 2017 pola que se establecen as 
bases reguladoras para a concesión de subvencións dirixidas a entidades 
locais para a contratación temporal de persoas en situación ou risco de 
exclusión social perceptoras da renda de integración social de Galicia (Risga) 
e se aproba a súa convocatoria para o ano 2018. Ir a texto 
 
Murcia 
Orden de 5 de enero de 2018, de la Consejería de Hacienda y 
Administraciones Públicas, por la que se modifica la relación de puestos de 
trabajo de la Administración Pública de la Región de Murcia. Ir al texto 
 
Navarra 
Orden foral 2/2018, de 8 de enero, del Consejero de Hacienda y Política 
Financiera, por la que se aprueba el modelo 188 de “Resumen anual de 
retenciones e ingresos a cuenta del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, del Impuesto sobre Sociedades y del Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes correspondiente a establecimientos permanentes, en relación con 
las rentas o rendimientos del capital mobiliario procedentes de operaciones de 
capitalización y de contratos de seguro de vida o invalidez”. Ir a texto 
 
Orden foral 3/2018, de 8 de enero, del Consejero de Hacienda y Política 
Financiera, por la que se aprueba el modelo 190, “Resumen anual de 
retenciones e ingresos a cuenta del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas sobre rendimientos del trabajo, de determinadas actividades 
empresariales y profesionales, premios y determinadas imputaciones de 
renta”. Ir a texto 
 
 
 

http://www.caib.es/boib/
http://www.caib.es/eboibfront/ca/2018/10766/604465/resolucio-de-la-consellera-de-serveis-socials-i-co
http://docm.castillalamancha.es/portaldocm/sumario.do
http://docm.castillalamancha.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2017/12/29/pdf/2017_15442.pdf&tipo=rutaDocm
http://www.xunta.gal/diario-oficial-galicia/portalPublicoHome.do?fecha=20171110&ruta=%2Fsrv%2Fwww%2Fdoga%2FPublicados%2F2017%2F20171110%2FIndice214_gl.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2018/20180112/AnuncioG0424-181217-0007_gl.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2018/20180112/AnuncioG0424-181217-0008_gl.html
https://www.borm.es/borm/vista/principal/inicio.jsf
https://www.borm.es/borm/vista/busqueda/ver_anuncio_html.jsf?fecha=09012018&numero=170&origen=ini
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2018/14/Anuncio-0/
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2018/14/Anuncio-0/
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2018/14/Anuncio-1/


 

 

 

Euskadi 
Decreto 4/2018, de 16 de enero, de modificación del Decreto por el que se 
aprueban las relaciones de puestos de trabajo de los Departamentos y 
Organismos Autónomos de la Administración de la Comunidad Autónoma. Ir 
al texto 
 
Valencia 
Ley 19/2017, de 20 de diciembre, de renta valenciana de inclusión. Ir a texto 

 

    
NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA 

 

 

ESTATAL 

Resolución de 19 de diciembre de 2017, de la Dirección General de Empleo, 
por la que se registra y publica el IX Acuerdo Marco del Grupo Repsol.  Ir a 
texto 
 
Resolución de 19 de diciembre de 2017, de la Dirección General de Empleo, 
por la que se registra y publica el Convenio colectivo de tripulantes de cabina 
de pasajeros de Norwegian Air Resources Spain, SL. Ir a texto 
 
Resolución de 19 de diciembre de 2017, de la Dirección General de Empleo, 
por la que se registra y publica el VII Convenio colectivo general del sector 
de derivados del cemento. Ir a texto 
 
Resolución de 21 de diciembre de 2017, de la Dirección General de Empleo, 
por la que se registra y publica el Acta de acuerdo para el Convenio colectivo 
marco de la Unión General de Trabajadores. Ir al texto  
 
Resolución de 21 de diciembre de 2017, de la Dirección General de Empleo, 
por la que se registra y publica el Acuerdo derivado del VI Convenio 
colectivo de las empresas de enseñanza privada sostenida total o 
parcialmente con fondos públicos Ir al texto 
 
Resolución de 22 de diciembre de 2017, de la Dirección General de Empleo, 
por la que se registra y publica el Acuerdo de modificación del Convenio 
colectivo del Grupo Aena. Ir al texto 
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https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/Ultimo.shtml
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2018/01/1800284a.shtml
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2018/01/1800284a.shtml
http://www.dogv.gva.es/va/inici;jsessionid=DFF8AC965AEB4D22A6C35D58A559A9AC
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2018-371
http://www.boe.es/diario_boe/
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2018-160
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2018-160
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2018-199
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2018-201
http://www.boe.es/boe/dias/2018/01/09/pdfs/BOE-A-2018-307.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/01/09/pdfs/BOE-A-2018-308.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/01/09/pdfs/BOE-A-2018-313.pdf


 

 

 

Resolución de 21 de diciembre de 2017, de la Dirección General de Empleo, 
por la que se registra y publica el Acta del acuerdo de prórroga del II 
Convenio colectivo de Puertos del Estado y Autoridades Portuarias. Ir al 
texto  
Resolución de 21 de diciembre de 2017, de la Dirección General de Empleo, 
por la que se registra y publica la revisión salarial para 2017 del Convenio 
colectivo de las industrias del frío industrial Ir al texto 
 
Resolución de 8 de enero de 2018, de la Dirección General de Empleo, por 
la que se registra y publica el Acuerdo de prórroga de ultraactividad del I 
Acuerdo Marco de Comercio. Ir a texto 
 
Resolución de 8 de enero de 2018, de la Dirección General de Empleo, por 
la que se registra y publica el XVI Convenio colectivo de la ONCE y su 
personal. Ir a texto 
 
Resolución de 8 de enero de 2018, de la Dirección General de Empleo, por 
la que se registra y publica el Convenio colectivo estatal de artes gráficas, 
manipulados de papel, manipulados de cartón, editoriales e industrias 
auxiliares 2017-2018. Ir a texto 
 
Resolución de 8 de enero de 2018, de la Dirección General de Empleo, por 
la que se registra y publica el V Convenio colectivo general de la industria 
salinera. Ir a texto 
 

 
 

AUTONÓMICAS 

Asturias 

Resolución de 26 de diciembre de 2017, de la Consejería de Empleo, Industria 
y Turismo, por la que se ordena la inscripción del calendario laboral para el año 
2018 del Convenio Colectivo del sector Carpintería, Ebanistería y Varios en el 
Registro de convenios y acuerdos colectivos de trabajo dependiente de la 
Dirección General de Trabajo Ir a texto 
 
Resolución de 26 de diciembre de 2017, de la Consejería de Empleo, Industria 
y Turismo, por la que se ordena la inscripción del calendario laboral para el año 
2018 del Convenio Colectivo del sector Trabajos Forestales y Aserraderos de 
Madera del Principado de Asturias en el Registro de convenios y acuerdos 
colectivos de trabajo dependiente de la Dirección General de Trabajo. Ir a texto 
 
Resolución de 26 de diciembre de 2017, de la Consejería de Empleo, Industria 
y Turismo, por la que se ordena la inscripción del calendario laboral para el año 
2018 del Convenio Colectivo del sector Almacenes y Almacenes Mixtos de 
Madera de Asturias en el Registro de convenios y acuerdos colectivos de 
trabajo dependiente de la Dirección General de Trabajo Ir a texto 
 

http://www.boe.es/boe/dias/2018/01/10/pdfs/BOE-A-2018-361.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/01/10/pdfs/BOE-A-2018-361.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/01/10/pdfs/BOE-A-2018-362.pdf
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2018-658
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2018-660
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2018-702
http://www.boe.es/boe/dias/2018/01/19/pdfs/BOE-A-2018-703.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/01/19/pdfs/BOE-A-2018-703.pdf
https://sede.asturias.es/portal/site/Asturias/menuitem.048b5a85ccf2cf40a9be6aff100000f7/?vgnextoid=c0c756a575acd010VgnVCM100000bb030a0aRCRD&i18n.http.lang=es&calendarioPqBopa=true
https://sede.asturias.es/bopa/2018/01/19/2018-00132.pdf
https://sede.asturias.es/bopa/2018/01/19/2018-00132.pdf
https://sede.asturias.es/bopa/2018/01/19/2018-00133.pdf
https://sede.asturias.es/bopa/2018/01/19/2018-00134.pdf
https://sede.asturias.es/bopa/2018/01/19/2018-00134.pdf


 

 

 

Resolución de 3 de enero de 2018, de la Consejería de Empleo, Industria y 
Turismo, por la que se ordena la inscripción del Acuerdo de la Comisión 
Negociadora del Convenio Colectivo Red Pública de Escuelas Infantiles 
(expediente C-047/2002, código 33003745012002), en el Registro de 
convenios y acuerdos colectivos de trabajo dependiente de la Dirección 
General de Trabajo Ir a texto 
 
Resolución de 3 de enero de 2018, de la Consejería de Empleo, Industria y 
Turismo, por la que se ordena la inscripción de la revisión salarial para el año 
2017 del Convenio Colectivo Red Pública de Escuelas Infantiles en el Registro 
de convenios y acuerdos colectivos de la Dirección General de Trabajo. Ir a 
texto 
 
Resolución de 3 de enero de 2018, de la Consejería de Empleo, Industria y 
Turismo, por la que se ordena la inscripción del calendario laboral para el año 
2018 del Convenio Colectivo para la Construcción y Obras Públicas del 
Principado de Asturias en el Registro de convenios y acuerdos colectivos de 
trabajo dependiente de la Dirección General de Trabajo. Ir a texto 
 
 

Cantabria 
Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del Acuerdo 
de la Comisión Negociadora del Convenio Colectivo para el sector de la 
Construcción y Obras Públicas de Cantabria, para el periodo 2017-2021. Ir a 
texto 
 
 

Catalunya 
Resolució TSF/2999/2017, de 21 de novembre, per la qual es disposa la 
inscripció i la publicació del XVè Conveni col·lectiu de treball per als laboratoris 
de pròtesi dental de Catalunya (codi de conveni núm. 79000355011995).   Ir al 
texto 
 
Resolució TSF/3000/2017, de 18 de desembre, per la qual es disposa la 
inscripció i la publicació de l'Acord d'ampliació de la ultraactivitat del Conveni 
col·lectiu de treball del sector de centres especials de treballadors discapacitats 
físics i/o sensorials de Catalunya (codi de conveni núm. 79001565011999). Ir al 
texto 
 
Resolució TSF/3015/2017, de 6 de novembre, per la qual es disposa la 
inscripció i la publicació del Conveni col·lectiu de treball per a la indústria 
metal·logràfica de Catalunya 2017-2019 (codi de conveni núm. 
79000285011994). Ir al texto 
 
Resolució per la qual es disposa la inscripció i la publicació del Conveni 
col·lectiu de treball del sector de les indústries del pa de les comar- ques de 
Girona, per al període 01-02-2016 a 31-01-2018 (codi de conveni núm. 
17000235011994 Ir al texto 
 

 

https://sede.asturias.es/bopa/2018/01/19/2018-00135.pdf
https://sede.asturias.es/bopa/2018/01/19/2018-00136.pdf
https://sede.asturias.es/bopa/2018/01/19/2018-00136.pdf
https://sede.asturias.es/bopa/2018/01/19/2018-00137.pdf
https://boc.cantabria.es/boces/
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=321374
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=321374
http://dogc.gencat.cat/ca
http://dogc.gencat.cat/ca/pdogc_canals_interns/pdogc_resultats_fitxa/?action=fitxa&documentId=805835&language=ca_ES
http://dogc.gencat.cat/ca/pdogc_canals_interns/pdogc_resultats_fitxa/?action=fitxa&documentId=805835&language=ca_ES
http://dogc.gencat.cat/ca/pdogc_canals_interns/pdogc_resultats_fitxa/?action=fitxa&documentId=805866&language=ca_ES
http://dogc.gencat.cat/ca/pdogc_canals_interns/pdogc_resultats_fitxa/?action=fitxa&documentId=805866&language=ca_ES
http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/7534/1652776.pdf
https://ssl4.ddgi.cat/bopV1/pdf/2018/13/2018130232.pdf


 

 

 

Madrid 
Resolución de 27 de noviembre de 2017, de la Dirección General de Trabajo de 
la Consejería de Economía, Empleo y Hacienda, sobre registro, depósito y 
publicación de la revisión salarial (tablas provisionales de 2017) del Convenio 
Colectivo del Sector de Comercio de Óptica al Detall y Talleres Anejos, suscrita 
por la Comisión Negociadora (código número 28003015011981) Ir al texto 
 
 

Murcia 
Resolución de 18 de enero de 2018, de la Secretaría General de la Consejería 
de Hacienda y Administraciones Públicas, por la que se dispone la publicación 
en el Boletín Oficial de la Región de Murcia del Acuerdo de Consejo de 
Gobierno de 17 de enero de 2018, sobre los supuestos excepcionales y los 
procedimientos para la prolongación de la permanencia en el servicio activo. Ir 
al texto 
 
 

Navarra 
Resolución 117C/2017, de 24 de noviembre, de la Directora General de Política 
Económica y Empresarial y Trabajo, por la que se acuerda el registro, depósito 
y publicación en el Boletín Oficial de Navarra del Convenio Colectivo del Sector 
Comercio de Alimentación de Navarra Ir a texto 
 
 
Resolución 124C/2017, de 7 de diciembre, de la Directora General de Política 
Económica y Empresarial y Trabajo, por la que se acuerda el registro, depósito 
y publicación en el Boletín Oficial de Navarra del Acuerdo de la Comisión 
Paritaria del Convenio Colectivo del Sector Comercio del Metal de Navarra. Ir a 
texto 
 
 

Euskadi 
Decreto 4/2018, de 16 de enero, de modificación del Decreto por el que se 
aprueban las relaciones de puestos de trabajo de los Departamentos y 
Organismos Autónomos de la Administración de la Comunidad Autónoma. Ir al 
texto 
 
 

Valencia 
Ordre 1/2018, de 18 de gener, de la Conselleria d' Economia Sostenible, 
Sectors Productius, Comerç i Treball, per la qual es modifica l'Ordre 24/2016, 
de 2 de novembre, de la Conselleria d'Economia Sostenible, Sectors 
Productius, Comerç i Treball, per la qual s'aproven les bases reguladores dels 
projectes T'Avalem en desplegament del programa mixt d'Ocupació-Formació 
Garantia Juvenil. Ir a texto 

 
 

 

http://www.bocm.es/
http://www.bocm.es/boletin-completo/bocm-20180120/17/i.-comunidad-de-madrid/d%29-anuncios/consejer%C3%ADa-de-econom%C3%ADa%2C-empleo-y-hacienda
https://www.borm.es/borm/vista/principal/inicio.jsf
https://www.borm.es/borm/vista/busqueda/ver_anuncio_html.jsf?fecha=20012018&numero=388&origen=ini
https://www.borm.es/borm/vista/busqueda/ver_anuncio_html.jsf?fecha=20012018&numero=388&origen=ini
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2018/9/Anuncio-22/
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2018/9/Anuncio-24/
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2018/9/Anuncio-24/
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2018/01/1800284a.shtml
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2018/01/1800284a.shtml
http://www.dogv.gva.es/datos/2018/01/22/pdf/2018_553.pdf
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COMPETENCIAS SOBRE RELACIONES 
LABORALES 

STC 142/2017, de 12 de diciembre. Ir al texto 
 
Procedimiento: Recurso de inconstitucionalidad 
Ponente Santiago Martínez-Varez García 
Resumen: Competencias sobre relaciones laborales y función pública: 
inconstitucionalidad de, Decreto-ley 5/2016, de 11 de octubre, por el que se 
regula la jornada de trabajo del personal empleado público de la Junta de 
Andalucía.  Resulta incompatible con la disposición adicional septuagésima 
primera de la Ley 2/2012 una norma autonómica que determine una duración 
de la jornada de trabajo que sea inferior a la prevista en la misma, esto es, 
que sea inferior a 37,5 horas semanales de trabajo efectivo de promedio en 
cómputo anual, como sucede en el Decreto-ley impugnado que prevé la 
jornada de trabajo de 35 horas semanales de promedio en cómputo anual.   
 

 

 

COMPETENCIAS SOBRE SANIDAD 

STC 140/2017, de 30 de noviembre 
 
Procedimiento: Recurso de inconstitucionalidad 
Ponente Alfredo Montoya Melgar 
Resumen: Competencias sobre condiciones básicas de igualdad, inmigración 
y extranjería, sanidad y régimen económico de la Seguridad Social: 
inconstitucionalidad parcial de la Ley Foral 18/2012, de 19 de octubre, sobre 
la complementación de las prestaciones farmacéuticas en la Comunidad Foral 
de Navarra.  La ley en cuestión «introduce diferencias en las condiciones de 
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aportación de los usuarios y, por tanto, en las condiciones de financiación de 
los medicamentos fijadas en la normativa básica estatal, que no se 
corresponden con los criterios que determina la norma básica estatal, lo que 
determinar que, al igual que se hiciera en la STC 134/2017, FJ 6;   la 
declaración de inconstitucionalidad y consiguiente nulidad de los preceptos e 
incisos de la Ley Foral 18/2012 que contradicen la normativa básica estatal, 
en concreto:  
a) El artículo 2.2. 
b) El artículo 4. 
c) Del artículo 5.1: 
– El apartado a). 
– El apartado b) i. – El apartado b) vi. 
d) Del artículo 5.2 el inciso: «si la dispensación se realiza en una oficina de 
farmacia ubicada fuera de la Comunidad Foral de Navarra, el reintegro de lo 
abonado en exceso se ajustará a lo dispuesto en el artículo 4.3». 
e) La disposición adicional. 
f) De la disposición final primera el inciso: «así como para dictar las 
disposiciones precisas para el establecimiento del procedimiento de reintegro 
de gastos previsto en el artículo 5.2 de la presente Ley Foral». 
 
 
STC 145/2017, de 14 de diciembre. Ir al texto 
 
Procedimiento: recurso de inconstitucionalidad 
Ponente: Juan Antonio Xiol Fíos 
Resumen: competencias sobre condiciones básicas de igualdad, inmigración 
y extranjería, sanidad y régimen económico de la Seguridad Social. La 
normativa básica estatal cierra toda posibilidad a las normas autonómicas de 
desarrollo para configurar un sistema de acceso a las prestaciones sanitarias 
que no atienda a los conceptos de asegurado o de beneficiario que han 
establecido las bases recogidas en el tantas veces citado art. 3 de la Ley 
16/2003, a excepción del supuesto residual de la suscripción del convenio 
especial previsto en el apartado 5 del citado precepto».  
Reitera doctrina: STC 134/2017, de 16 de noviembre 
 
 
 

COMPETENCIAS SOBRE EMPLEO 

STC 153/2017, de 21 de diciembre. Ir al texto 
 
Procedimiento: recurso de inconstitucionalidad 
Ponente: Antonio Narváez Rodríguez 
Resumen: Competencias sobre empleo: 
artículos 1; 3, apartados a) séptimo y b); 4; 5, apartados cuarto y quinto; 6, 
apartado sexto; 7; 9, apartados primero y tercero; disposiciones adicionales 
primera y segunda; y disposiciones finales primera y sexta, del Real Decreto-
ley 16/2014, de 19 de diciembre, por el que se regula el programa de 
activación para el empleo (en lo sucesivo, Real Decreto Legislativo 16/2014), 

http://hj.tribunalconstitucional.es/docs/BOE/BOE-A-2018-607.pdf
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por presunta vulneración del artículo 149.1.7 de la Constitución, en relación 
con el artículo 12.2 del Estatuto de Autonomía para el País Vasco (EAPV). 
El TC resuelve:  
1. Declarar inconstitucional y nula la referencia al «Servicio Público de Empleo 
Estatal» recogida en los preceptos del Real Decreto-ley 16/2014, de 19 de 
diciembre, por el que se regula el programa de activación para el empleo que, 
a continuación, se detallan:  
Artículos 1 (apartado 2); 3 [apartados a).2 y 7 y b)]; 4 (apartados 1, párrafo 
segundo; 2, párrafo primero; 3 y 4); 5 (apartados 4 y 5, párrafo segundo); 7 
(párrafo primero y letra d); 8 (apartado 2, párrafo tercero y apartado 3, párrafo 
segundo) y las disposiciones adicionales primera y segunda, así como el 
párrafo segundo de la disposición final sexta.  
2.o Declarar inconstitucionales y nulos los siguientes preceptos: artículos 4 
(apartado 2, párrafo segundo) y 6 (apartado 6).  
3.o Desestimar el recurso de inconstitucionalidad en todo lo demás.  
No concurren circunstancias que justifiquen una gestión centralizada por el 
SEPE de la ayuda controvertida. El legislador estatal ha realizado un diseño 
pormenorizado del régimen de la ayuda económica de acompañamiento del 
«programa de activación para el empleo» que «determina una actividad 
ejecutiva reglada en alto grado, donde las funciones de reconocimiento, 
concesión y pago requieren constatar y cumplir las condiciones y los términos 
fijados por la normativa del Estado, de tal forma que dichas actuaciones se 
contraen, en gran medida, a una labor aplicativa de los requisitos previamente 
establecidos por la legislación estatal con la precisión que estime 
conveniente», sin que la asunción por el SEPE de las funciones ejecutivas de 
concesión y pago de la ayuda económica tenga justificación alguna [FJ 6 b)]. 
Tal conclusión determina que, respecto de la relación de preceptos que han 
sido impugnados, haya que considerar, de modo general, que la atribución 
que la normativa reguladora del citado programa efectúa al Servicio público 
de empleo estatal (SEPE) para que sea este el encargado de ejercer las 
funciones de concesión y pago de su «ayuda económica de 
acompañamiento» deba considerarse como inconstitucional y nula, por 
corresponder a la competencia de los Servicios de Empleo de las 
Comunidades Autónomas 
Reitera doctrina STC 100/2017.  
 
 
STC 156/2017, de 12 de diciembre. Ir al texto 
 
Procedimiento: Recurso de inconstitucionalidad 
Ponente. Pedro José González-Trevijano Sánchez 
Resumen: Competencias sobre empleo: nulidad de los preceptos legales que 
atribuyen funciones ejecutivas al Servicio público de empleo estatal. 
recurso de inconstitucionalidad formulado por el Consejo de Gobierno de la 
Comunidad Autónoma del País Vasco, contra el Real Decreto-ley 1/2016, de 
15 de abril, por el que se prorroga el programa de activación para el empleo.  
El TC resuelve: 
Declarar inconstitucionales y nulos, en los términos señalados en los 
fundamentos jurídicos 3 y 4 de la presente Sentencia, el artículo único, 
apartado segundo; y la disposición final segunda del Real Decreto-ley 1/2016, 
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de 15 de abril, por el que se prorroga el programa de activación para el 
empleo.  
2.o Desestimar el recurso de inconstitucionalidad en lo demás.  
La Sentencia 153/2017, tras señalar las similitudes entre este programa de 
activación para el empleo y el llamado Plan Prepara, considera que resulta 
trasladable al presente supuesto el encuadramiento competencial realizado 
en la STC 100/2017, por lo que, del mismo modo que allí se afirmó́, no 
concurren tampoco en el presente supuesto circunstancias que justifiquen una 
gestión centralizada por el Servicio Público de Empleo Estatal de la ayuda de 
acompañamiento controvertida. Tal conclusión determina que en la misma se 
declare la inconstitucionalidad y nulidad, entre otros, del artículo 4 del Real 
Decreto-ley 16/2014, si bien únicamente en relación con la atribución que la 
normativa reguladora del citado programa efectúa a dicho servicio público 
para que sea el encargado de ejercer las funciones de concesión y pago de la 
«ayuda económica de acompañamiento» [FJ 4 a)] 
Reitera doctrina. SSTC 100/2017 y 153/2017. 
 
 
 

CONCILIACIÓN DE LA VIDA PERSONAL, 
LABORAL Y FAMILIAR 

STC 149/2017, de 18 de diciembre. Ir al texto 
 
Procedimiento: recurso de amparo 
Ponente: D. Juan José González Rivas  
Resumen: Conciliación de la vida personal, familiar y laboral: denegación del 
derecho a permutar sus puestos de trabajo por no tener la condición de 
trabajadoras fijas en la Administración demandada que lesiona su derecho a 
la igualdad y no discriminación (art. 14 CE). La Sentencia impugnada denegó 
la petición de permuta de las demandantes (confirmando la decisión de la 
Administración demandada) exclusivamente en la circunstancia de carecer de 
la condición de personal fijo, descartando la infracción constitucional al 
entender no sólo que concurría una razón objetiva para tal diferencia, esto es, 
«que el personal interino por vacante, por definición, ocupa una plaza 
vacante, sin que pueda pretender ocupar otra plaza que no sea la identificada 
en el contrato», sino que la concesión de la permuta supondría una 
irregularidad reglamentaria en la medida que se permitiría ocupar a un 
«temporal» una plaza distinta a la determinada en el contrato de interinidad, 
impidiendo a un «fijo» la cobertura de la vacante generada.  
 
Al haberse utilizado como criterio de diferenciación una circunstancia –la 
temporalidad del contrato de trabajo– que por sí sola no puede justificar la 
disparidad de trato si no viene complementada por otros factores por si 
mismos diferenciadores o justificativos de la razonabilidad de la diferencia, es 
obligada la estimación del recurso de amparo solicitado por la infracción del 
derecho a la igualdad (art. 14 CE). 
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Igualdad de trato entre indefinidos y temporales: Por lo que específicamente 
se refiere a las diferencias de tratamiento entre trabajadores fijos y 
temporales, este Tribunal ha mantenido en reiteradas ocasiones que si bien la 
duración del contrato no es un factor desdeñable a la hora de establecer 
ciertas diferencias entre unos y otros trabajadores (STC 177/1993, de 31 de 
mayo, FJ 3), las cuales han de tener su origen en «datos objetivos 
relacionados con la prestación de trabajo o el régimen jurídico del contrato (en 
particular en lo relativo a sus causas de extinción) que las expliquen 
razonablemente» (STC 104/2004, de 28 de junio, FJ 6) y, sin que, en ningún 
caso, alcancen «al distinto tratamiento que, en perjuicio de los trabajadores 
temporales, se dispensa sin apoyo en datos objetivos y con merma de su 
posición misma como trabajadores de la empresa» (STC 71/2016, de 14 de 
abril, FJ 4).  
La modalidad de la adscripción temporal o fija a la empresa no puede, por sí 
misma, justificar el distinto tratamiento de esos dos grupos de trabajadores, ya 
que su impacto o resultado destruye la proporcionalidad derivada de la 
duración de los respectivos contratos, y haría de peor condición 
artificiosamente a quienes ya lo son por la temporalidad de su empleo (STC 
177/1993, de 31 de mayo, FJ 3). En suma, cualquier excepción al criterio de 
igualación expuesto, entre los trabajadores con contratos de duración 
determinada y los trabajadores fijos comparables, debe estar fundada en 
razones objetivas. 
 
Caso concreto:  
 

a) Término de comparación válido: como ya se ha apuntado, el juicio de 
igualdad requiere, ante todo, comprobar si las situaciones que se 
pretenden comparar son iguales o similares. Pues bien, en el caso que 
nos ocupa se contrastan situaciones que resultan comparables, en 
cuanto a la naturaleza del trabajo prestado, los requisitos de formación 
de quienes lo prestan y las condiciones laborales; elementos de 
comparación tipificados por una consolidada jurisprudencia del Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea (SSTJUE de 18 de octubre de 2012 
[asunto Valenza y otros], 13 de marzo de 2014 [asunto Nierodzik] y 14 
de septiembre de 2016 [asunto de Diego Porras].  
 

b) Justificación objetiva y razonable del trato dispar: una vez apreciada la 
existencia de un término válido de comparación debemos examinar si 
esa diferencia de trato entre términos comparables posee una 
justificación objetiva y razonable que la legitime, por tener su origen en 
«datos objetivos relacionados con la prestación de trabajo o el régimen 
jurídico del contrato (en particular en lo relativo a sus causas de 
extinción)»  

 
SSTC 104/2004, de 28 de junio, FJ 6; y 71/2016, de 14 de abril, FJ 4). A tal 
fin, conviene recordar que la Sentencia impugnada denegó la petición de 
permuta de las demandantes (confirmando la decisión de la Administración 
demandada) exclusivamente en la circunstancia de carecer de la condición de 
personal fijo, descartando la infracción constitucional al entender no sólo que 
concurría una razón objetiva para tal diferencia, esto es, «que el personal 



 

 

 

interino por vacante, por definición, ocupa una plaza vacante, sin que pueda 
pretender ocupar otra plaza que no sea la identificada en el contrato», sino 
que la concesión de la permuta supondría una irregularidad reglamentaria en 
la medida que se permitiría ocupar a un «temporal» una plaza distinta a la 
determinada en el contrato de interinidad, impidiendo a un «fijo» la cobertura 
de la vacante generada.  
 
Ninguno de esos argumentos esgrimidos por el órgano judicial permite 
justificar, desde la perspectiva del artículo 14 CE, la diferencia de trato 
denunciada. 
 
Conciliación de la vida personal, familiar y laboral: la Sentencia impugnada 
prescindió en su enjuiciamiento de toda ponderación de la importancia que 
para la conciliación de la vida familiar y laboral tenía para las actoras su 
petición de permuta, pues el acercamiento del lugar de trabajo a su domicilio 
les facilitaba la atención de sus concretas responsabilidades familiares (una 
era madre soltera de una niña de ocho años; la otra se encargaba del cuidado 
de padres ancianos). El hecho de que la Sala no se haya planteado la 
cuestión de si denegar a las trabajadoras demandantes la pretendida permuta 
de sus puestos de trabajo constituía o no un obstáculo para la compatibilidad 
de su vida familiar y laboral, en atención a las circunstancias concurrentes, 
supone no valorar adecuadamente la dimensión constitucional ex artículo 14 
CE, en relación con el artículo 39.3 CE, del asunto planteado, teniendo en 
cuenta la efectividad del contenido constitucional del artículo 14 CE.  
 
 
 

TUTELA JUDICIAL EFECTIVA 

STC 136/2017, de 27de noviembre. Ir al texto 
 
Procedimiento: Recurso de amparo 
Ponente: Ricardo Enríquez Sancho  
Resumen: Tutela judicial efectiva: vulneración: las resoluciones judiciales de 
la Sala de lo Social del Tribunal Supremo impugnadas han vulnerado el 
derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) del recurrente por declarar la 
procedencia de la extinción de su relación laboral con el Ayuntamiento de 
Parla (Madrid), sin entrar a pronunciarse, como motivo de nulidad de dicha 
extinción, sobre la incompetencia del órgano administrativo que acordó la 
amortización de plazas, que ya había sido consideraba nula en vía judicial 
respecto de otros trabajadores afectado por ese proceso de amortización 
 
(i) el ahora demandante de amparo cumplió con la carga procesal que le 
correspondía de alegar en todas y cada una de las instancias judiciales este 
concreto motivo de nulidad de la extinción de la relación laboral fundamentado 
en la incompetencia de la Junta de Gobierno para acordar la amortización de 
plazas de trabajo; y  
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(ii) el órgano judicial de casación, si bien excluyó esta cuestión del debate 
sobre la necesidad de la unificación con el argumento de que no había sido la 
concreta causa de nulidad estimada en la suplicación, sin embargo, una vez 
que retoma para su plena resolución el debate planteado en suplicación, en 
que sí había sido controvertida esta concreta cuestión de la competencia de la 
Junta de Gobierno, deja ese motivo de nulidad imprejuzgado y (a) no aporta 
ninguna respuesta de fondo sobre el particular ni (b) tampoco expone ninguna 
razón justificativa de por qué en el marco de la resolución de ese concreto 
debate planteado en la suplicación no podía pronunciarse sobre ese aspecto 
fundamental de la pretensión de nulidad sustentada por el demandante de 
amparo. 
Reitera doctrina: STC 147/2016, de 19 noviembre 
 
 
STC 148/2017, de 18 de diciembre. Ir al texto 
 
Procedimiento: Recurso de inconstitucionalidad 
Ponente: Ricardo Enríquez Sancho  
Resumen: Tutela judicial efectiva: vulneración: las resoluciones judiciales de 
la Sala de lo Social del Tribunal Supremo impugnadas han vulnerado el 
derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) del recurrente por declarar la 
procedencia de la extinción de su relación laboral con el Ayuntamiento de 
Parla (Madrid), sin entrar a pronunciarse, como motivo de nulidad de dicha 
extinción, sobre la incompetencia del órgano administrativo que acordó la 
amortización de plazas, que ya había sido consideraba nula en vía judicial 
respecto de otros trabajadores afectado por ese proceso de amortización 
 
(i) el ahora demandante de amparo cumplió con la carga procesal que le 
correspondía de alegar en todas y cada una de las instancias judiciales este 
concreto motivo de nulidad de la extinción de la relación laboral fundamentado 
en la incompetencia de la Junta de Gobierno para acordar la amortización de 
plazas de trabajo; y  
 
(ii) el órgano judicial de casación, si bien excluyó esta cuestión del debate 
sobre la necesidad de la unificación con el argumento de que no había sido la 
concreta causa de nulidad estimada en la suplicación, sin embargo, una vez 
que retoma para su plena resolución el debate planteado en suplicación, en 
que sí había sido controvertida esta concreta cuestión de la competencia de la 
Junta de Gobierno, deja ese motivo de nulidad imprejuzgado y (a) no aporta 
ninguna respuesta de fondo sobre el particular ni (b) tampoco expone ninguna 
razón justificativa de por qué en el marco de la resolución de ese concreto 
debate planteado en la suplicación no podía pronunciarse sobre ese aspecto 
fundamental de la pretensión de nulidad sustentada por el demandante de 
amparo. 
Reitera doctrina: 134/2017. Votos particulares 
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CONTRATO DE 
TRABAJO 

STS 16/11/2017. Ir al texto 
 
No de Recurso: 2806/2015  
No de Resolución: 902/2017    
Ponente: MARIA LUISA 
SEGOVIANO ASTABURUAGA    
Resumen: Contrato de trabajo: 
existencia: traductor que presta sus 
servicios por empresa contratada por 
la Administración de Justicia 
PRIMERO.-  El actor asumía la 
obligación de prestar personalmente 
los servicios de traducción e 
interpretación para Ofilingua SL. 
Cuando es llamado por esta 
empresa -en los supuestos en que la 
Policía, la Guardia Civil o un 
Juzgado se han puesto en contacto 
con la empresa por necesitar sus 
servicios- se le indica lugar, día y 
hora a la que debe acudir, acudiendo 
con sus propios medios, 
comunicando su presencia y 
poniéndose a disposición del Juez o 
funcionario para realizar su actividad 
profesional. Terminada su 
intervención por el señor Secretario 
Judicial se le expide una certificación 
en la que consta la fecha de la 
intervención, hora de inicio y fin de la 

misma, idioma empleado, órgano 
que ha precisado los servicios y 
número del procedimiento en el que 
ha precisado la asistencia.  
Si bien no tiene un horario fijo, éste 
viene impuesto por las necesidades 
de los organismos que solicitan a la 
empresa servicios de traducción e 
intérprete, fijando el día, hora y lugar 
al que el mismo ha de acudir.  
El actor decide si acude o no a 
desarrollar sus servicios y, caso de 
que no acuda, se llama a otro.  
Aunque parece que el intérprete 
goza de gran libertad a la hora de 
acudir o no a prestar sus servicios, 
es lo cierto que, dada la relación 
establecida entre las partes, si no 
acude, corre el riesgo de que no se 
le vuelva a llamar.  
 
SEGUNDO.- Dicha actividad la 
desempeñaba a cambio de una 
retribución, percibiendo una cantidad 
fija y periódica (mensual) 
determinada por la demandada en 
proporción con la actividad prestada;  
Debía justificar las horas que había 
trabajado, mediante la presentación 
mensual de facturas a la que se 
acompaña certificación del órgano 
judicial en el que han realizado su 
actividad, percibiendo una cantidad 
fija por hora trabajada -24 €/ hora-, 
habiendo percibido desde junio de 
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2011 a mayo de 2012 un promedio 
de 67,54 € diarios.  
 
TERCERO.- No consta que el actor 
tuviera algún tipo de estructura 
empresarial sino por el contrario se 
insertaba en la organización de 
trabajo de la entidad demandada.  
 
CUARTO.- No desvirtúa la 
laboralidad de la relación la no 
prestación de servicios a tiempo 
completo, ni que no conste régimen 
de exclusividad.  
 
QUINTO.-Tampoco impide la 
calificación de laboral de la relación 
el hecho de que la empresa no 
facilitase medios materiales al actor 
ya que, dadas las características del 
trabajo que realizaba -traducción e 
interpretación- descansa 
fundamentalmente en el elemento 
personal, careciendo de relevancia 
los medios materiales.  
 
SEXTO.- Como señala la doctrina de 
esta Sala -STS de 25 de enero de 
2000, recurso 582/1999 - la 
sustitución esporádica por familiares 
no implica, en el tipo de trabajo 
contratado, ausencia del carácter 
personal de la prestación.  
 
 
 

JUBILACION  

STS 13/12/2017. Ir al texto 
 
No de Recurso: 632/2016 No de 
Resolución: 998/2017   
Ponente: MARIA LUISA 
SEGOVIANO ASTABURUAGA  
Jubilación: forma de cálculo de la 
base reguladora cuando se accede a 
la jubilación desde el RETA sin 
obligación de cotizar y habiendo 
cotizado previamente al RGSS. Al 

trabajador demandante le ha sido 
reconocida la pensión de jubilación 
totalizando los periodos cotizados en 
el Régimen General de la Seguridad 
Social y los cotizados en el RETA, si 
bien como en este último régimen no 
reunía los requisitos necesarios para 
causar pensión de jubilación, se le 
ha reconocido la misma en el 
Régimen General de la Seguridad 
Social.  
En consecuencia, a tenor de lo 
establecido en el artículo 4.2 del 
Real Decreto 691/1991, de 12 de 
abril, sobre cómputo recíproco de 
cuotas entre regímenes de 
Seguridad Social, al haberse 
concedido la pensión de jubilación 
en el Régimen General de la 
Seguridad, la concesión de la misma 
ha de efectuarse aplicando las 
normas de dicho Régimen.  
Tales normas, a los efectos que 
ahora interesan, no son otras que el 
artículo 162.1 y 6 de la LGSS y 
artículo 12. 1 y 3 del RD 1132/2002 
de 31 de octubre , es decir, las 
bases por las que hubiera venido 
cotizando el interesado, salvo que 
las mismas fueran superiores al 
resultado de incrementar el 
promedio de las bases de cotización 
del año natural inmediatamente 
anterior, en el porcentaje de 
variación media conocida del índice 
de precios al consumo en el último 
año indicado más dos puntos 
porcentuales.  
 
 
 

PRESCRIPCIÓN 

STS 15/12/2017. Ir al texto 
 
No de Recurso: 2664/2015  
No de Resolución: 978/2017    
Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ 
GARCIA DE LA SERRANA  
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Resumen: Prescripción: el ejercicio 
de la acción de reclamación de 
cantidad por deudas salariales frente 
a la empresa empleadora no 
interrumpe el plazo de prescripción 
de la acción de la que dispone el 
trabajador para exigir la 
responsabilidad solidaria por ese 
mismo tipo de deudas, que impone 
el art. 42 ET a la empresa principal 
que contrató los servicios de la 
empleadora, para la realización de 
tareas correspondientes a su propia 
actividad.  
La obligación del empresario 
principal se regula por el artículo 42-
2, párrafo segundo, del ET, donde se 
dice que responderá solidariamente 
«De las obligaciones de naturaleza 
salarial contraídas por los 
contratistas y subcontratistas con 
sus trabajadores responderá 
solidariamente durante el año 
siguiente a la finalización del 
encargo». Esta disposición legal 
regula no sólo el alcance de la 
obligación de pago del empresario 
principal, sino, también, el plazo para 
reclamárle el pago y el "dies a quo" 
para el cómputo del plazo 
prescriptivo de su deber. Por contra, 
la prescripción del deber de pago de 
salarios del contratista se regula por 
el artículo 59 del ET , diferente 
regulación que nos muestra que nos 
encontramos ante dos 
responsabilidades distintas, 
establecidas y reguladas por 
diferentes normas (contractuales y 
legales en un caso y en otras 
disposiciones legales en el otro), 
razón por la que, como el plazo 
prescriptivo tiene un cómputo 
diferente en cada caso, según la 
regulación legal, debe estimarse que 
esa diferente regulación impide 
estimar que , ex artículo 1974 del 
Código Civil , la reclamación 
efectuada a un deudor interrumpa el 

curso de la prescripción de las 
responsabilidades del otro.  
 
 
 

SUCESIÓN DE 
EMPRESAS 

STS 12/12/2017. Ir al texto 
 
No de Recurso: 1826/2016  
No de Resolución: 987/2017    
Ponente: SEBASTIAN MORALO 
GALLEGO    
Resumen: Sucesión de empresa: 
Cómputo de la antigüedad a efectos 
de acreditar bienios de personal 
subrogado. Se reconoce al 
trabajador,  a efectos de promoción 
profesional, toda la antigüedad que 
acredita desde el inicio de la relación 
laboral en su anterior empresa que 
ha sido absorbida por la demandada, 
y no solo la generada desde el 
momento de la subrogación el 1 de 
julio de 2006. Aplicación de la 
Normativa laboral de Telefónica, 
teniendo en cuenta la STS 09/02/11 
que anuló un párrafo del Convenio 
colectivo que contemplaba como 
fecha de referencia en el devengo de 
los bienios el momento de la 
subrogación empresarial (01/07/06) 
La remisión que hace la STS 
9/2/2011 a las consecuencias 
jurídicas derivadas de la antigüedad 
conforme a los efectos que le son 
propios en el régimen de la nueva 
empresa, conduce a la conclusión de 
que lo previsto en el art. 80 de esa 
Normativa no es obstáculo para que 
el tiempo de prestación de servicios 
en la empresa subrogada sea 
computado para generar tantos 
bienios como correspondan, en la 
categoría profesional en la que se 
esté́ encuadrado el trabajador.  
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STS 19/12/2017. Ir al texto 
 
No de Recurso: 2657/2016 No de 
Resolución: 1027/2017   
Ponente: ROSA MARIA VIROLES 
PIÑOL  
Resumen: Sucesión de empresas: 
reversión del sistema de comedor, 
anteriormente contratado a una 
empresa, al Ministerio de Defensa. 
Despido improcedente la negativa de 
la Administración a subrogar a la 
actora después de haberse hecho 
cargo de la explotación de los 
servicios de comedor y cocina de la 
base militar Cid Campeador en la 
que la demandante trabajaba como 
cocinera por cuenta de la empresa 
adjudicataria, con los efectos legales 
inherentes a esa declaración.  
El hecho de que una Administración 
Pública decida hacerse cargo de un 
servicio, previamente 
descentralizado, para prestarlo de 
forma directa con su propia plantilla 
y con sus propios materiales no 
implica, necesariamente, que 
estemos en presencia de una 
sucesión de empresa comprendida 
dentro del ámbito de aplicación de la 
Directiva 2001/23/CEE y, por ende, 
del art. 44 ET. A la misma conclusión 
llegó la STJUE de 20 de enero de 
2011, Asunto CLECE (C-463/09) que 
aborda una decisión prejudicial para 
un supuesto de un Ayuntamiento 
español que decide extinguir la 
contrata de limpieza y asumirla con 
sus propios medios contratando 
nuevo personal.  
B) Es también jurisprudencia 
constante que el hecho de que una 
Administración recupere la 
prestación del servicio, 
anteriormente externalizado, bien 
con los mismos trabajadores que 
tenía la empresa que prestaba el 
servicio, bien con las mismas 
instalaciones, maquinaria, 

infraestructura que las que utilizaba 
la empresa contratista, o bien con 
ambos elementos determina que, 
normalmente, estemos ante un 
supuesto de transmisión de empresa 
que está situado en el ámbito de 
aplicación del art. 44 ET .  
sí se pone de relieve en la STJUE de 
26 de noviembre de 2014, C-
509/2014, Asunto Aira Pascual, que 
resuelve una cuestión prejudicial 
planteada por un tribunal español. 
Para el TJUE no hay duda de la 
aplicación de la Directiva cuando en 
un supuesto de reversión de contrata 
la reasunción de la actividad por 
parte de la Administración vaya 
acompañada de la transmisión de 
los elementos necesarios para 
desarrollar la actividad, entendidos 
tales elementos en un sentido 
amplio, de manera que incluya los 
activos materiales, inmateriales, la 
clientela, la analogía o similitud de la 
actividad desarrollada. Además, la 
circunstancia de que los elementos 
materiales asumidos por el nuevo 
empresario no pertenecieran a su 
antecesor, sino que simplemente 
fueran puestos a su disposición por 
la entidad contratante, no puede 
excluir la existencia de una 
transmisión de empresa en el 
sentido de la Directiva.  
 
 
 

VIUDEDAD 

STS 16/11/2017. Ir al texto 
 
No de Recurso: 2958/2016  
No de Resolución: 905/2017    
Ponente: MARIA LUISA 
SEGOVIANO ASTABURUAGA    
Resumen: Viudedad: La cuestión 
que plantea   versa sobre uno de los 
requisitos que se han de cumplir 
para causar derecho a pensión de 
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viudedad al amparo de lo 
establecido en la Disposición 
Transitoria 18a LGSS , añadida por 
la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2010, consistente 
que entre la fecha del divorcio o de 
la separación judicial y la fecha del 
fallecimiento del causante haya 
transcurrido un período de tiempo no 
superior a diez años. 
Se trata de determinar si en el caso 
de que la sentencia del Juzgado de 
1a Instancia que decreta la 
separación haya sido recurrida en 
apelación, la referencia temporal 
para el cómputo del plazo decenal 
debe situarse en la fecha en que 
recae la resolución de instancia, o 

posponerse a aquella en que la 
Audiencia Provincial dicta sentencia 
en la que confirma esa declaración. 
El TS considera que el cómputo de 
los 10 años ha de efectuarse desde 
la fecha de la sentencia de 
separación dictada en primera 
instancia, y no desde la fecha de la 
sentencia recaída en apelación,, y 
ello en virtud del art.774.5 LEC, en  
cuya virtud el legislador ha querido 
desligar la firmeza del 
pronunciamiento principal en los 
procesos matrimoniales, de la 
impugnación de las medidas 
acordadas>>, dando seguridad a la 
situación del vínculo matrimonial ya 
declarada  
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JURISPRIDENCIA 
Tribunal de Justicia de la Unión 

Europea 

 
 

 
 
 
 
DISCRIMINACIÓN POR 
RAZÓN DE 
DISCAPACIDAD 

STJUE 18 enero 2018. Ir al texto 
 
Procedimiento prejudicial — Política social — Directiva 2000/78/CE — Igualdad de 
trato en el empleo y la ocupación — Artículo 2, apartado 2, letra b), inciso i) — 
Prohibición de discriminación por motivo de discapacidad — Normativa nacional que 
permite, en determinadas circunstancias, el despido de un trabajador por faltas de 
asistencia al trabajo, aun justificadas pero intermitentes — Ausencias del trabajador a 
causa de enfermedades atribuibles a su discapacidad — Diferencia de trato por 
motivo de discapacidad — Discriminación indirecta — Justificación — Combatir el 
absentismo laboral — Carácter apropiado — Proporcionalidad» 
En el asunto C-270/16, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 
planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Juzgado de lo Social nº 1 de 
Cuenca mediante auto de 5 de mayo de 2016, recibido en el Tribunal de Justicia el 13 
de mayo de 2016, en el procedimiento entre Carlos Enrique Ruiz Conejero y Ferroser 
Servicios Auxiliares, S.A., Ministerio Fiscal,  el Tribunal de Justicia (Sala Tercera) 
declara: 
El artículo 2, apartado 2, letra b), inciso i), de la Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 
27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento de un marco general para la 
igualdad de trato en el empleo y la ocupación, debe interpretarse en el sentido de que 
se opone a una normativa nacional que permite al empresario despedir a un 
trabajador debido a las faltas de asistencia de éste al trabajo, aun justificadas pero 
intermitentes, cuando tales ausencias sean consecuencia de enfermedades 
atribuibles a la discapacidad de ese trabajador, salvo que dicha normativa tenga la 
finalidad legítima de combatir el absentismo y no vaya más allá de lo necesario para 
alcanzar esa finalidad, lo cual corresponde evaluar al órgano jurisdiccional remitente. 
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JURISPRIDENCIA 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos 

 
DERECHO A LA 
VIDA PRIVADA 

STEDH 09/01/2018. Caso López 
Ribalta y otros c. España. Ir al texto  
 
Resumen: Vídeo vigilancia en el lugar 
de trabajo: la vídeo vigilancia secreta 
de cajeras en un supermercado 
español vulnera el derecho a la vida 
privada. El TEDH tiene en cuenta, 
para llegar a tal conclusión,  las SSTC 
186/00, 29/13, y 39/16. 
El Juzgado de lo Social  nº 1 de 
Granollers después la Sala de lo 
Social del TSJ de Catalunya (STSJ 
Catalunya núm. 1481/2011 de 24 
febrero. AS 2011\2105)  habían 
considerado que la vídeo vigilancia 
oculta fue proporcionada y la 
admitieron como prueba, conforme al 
art.20.3 del Estatuto de los 
Trabajadores. 
En su sentencia de Sala, recaída en el 
caso López Ribalta y otros c. España; 
el TEDH ha estimado por seis votos a 
una la existencia de vulneración del 
art.8 CEDH (derecho a la vida 
privada)  y por unanimidad la 
inexistencia de vulneración del art. 6.1 
(Derecho a un proceso justo) 

El asunto trata sobre vídeo vigilancia 
oculta de empleados de una cadena 
española de supermercados, medida 
que tuvo por finalidad arrojar luz sobre 
las sospechas de hurto. Las cuatro 
demandantes fueron despedidas, 
fundamentalmente, en base a las 
grabaciones de vídeo que según ellas 
se obtuvieron vulnerando su derecho 
a la vida privada. Los tribunales 
españoles admitieron como prueba 
las grabaciones y confirmaron las 
decisiones de despido. 
 
RESUMEN DE LOS HECHOS: 
Las demandantes: Isabel López 
Ribalda, María Ángeles Gancedo 
Giménez, María Del Carmen Ramos 
Busquets, Pilar Saborido Apresa et 
Carmen Isabel Pozo Barroso, son 
cinco españolas residentas en Sant 
Celoni y Sant Pere de Villamajor, en 
España.  
En junio de 2009, las demandantes 
estaban empleadas como cajeras en 
MERCADONA SA, una cadena 
familiar de supermercados. La vídeo 
vigilancia se puso en marcha por su 
empresario, que quería arrojar luz 
sobre una sospechas de hurto, 
después de que el directo de la tienda 
había denunciado incoherencias entre 
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el nivel de los stocks y las cifras 
cotidianas de ventas.  
El empresario instaló cámaras visibles 
y cámaras ocultas. La empresa 
informó a los trabajadores/as de la 
instalación de las cámaras visibles, 
pero no les dijo nada sobre la 
presencia de cámaras ocultas.  
Por tanto, los trabajadores/as no 
supieron nunca que eran filmados. 
Todos los trabajadores sospechosos 
de hurto fueron convocados a 
entrevistas individuales en las que se 
les mostraron los vídeos. Las cámaras 
habían filmado a las demandantes 
mientras ayudaban a los clientes y a 
las compañeras a robar artículos y a 
robarlos ellas mismas.  
Las demandantes reconocieron haber 
tomado parte en los hurtos y fueron 
despedidas por razones disciplinarias.   
Tres de las cinco demandantes 
firmaron un acuerdo por el cual 
reconocían su participación en los 
hurtos y renunciaban a accionar por 
despido ante los tribunales laborales 
mientras que la empresa, por su 
parte, se comprometió a no promover 
la iniciación de un proceso penal en 
contra de ellas. 
Las dos otras demandantes no 
firmaron el acuerdo. Todas las 
demandante terminaron por ejercitar 
acciones, pero sus despidos fueron 
confirmados en primera instancias por 
los juzgado de lo social y  después en 
apelación (suplicación)por el Tribunal 
Superior de Justicia. Los Tribunales 
admitieron las grabaciones de vídeo 
como pruebas, considerando que 
habían sido lícitamente obtenidas.  
 
DECISIÓN DEL TEDH 
Sobre la vida privada (art.8 CEDH) 
Para empezar, el TEDH constata que 
el gobierno español alega que el 
Estado no es responsable en este 
caso, dado que los actos litigiosos 
fueron cometidos por una empresa 
privada. El TEDH recuerda, sin 

embargo, que los países están, en 
virtud del CEDH, vinculados por la 
obligación positiva de tomar medidas 
dirigidas a asegurar el respeto de la 
vida privada y, por tanto, el TEDH 
debe indagar si el Estado ha 
ponderado de forma equilibrada los 
derechos de las trabajadoras y los del 
empresario.  
El Derecho Español impone informar 
claramente a las personas sobre el 
almacenamiento y tratamiento de 
datos personales, pero las 
trabajadoras demandantes no han 
sido debidamente informadas. Los 
Tribunales españoles han decidido 
que esa omisión estaba justificada por 
la existencia de sospechas razonables 
de hurto y por la ausencia de otro 
medio que hubiera permitido proteger 
suficientemente los derechos del 
empresario sin afectar tanto el 
derecho de las demandantes.  
El TEDH destaca que ella mismo ha 
concluido que no hubo violación del 
art.8 CEDH en el caso  Köpke c. 
Allemagne, que trataba igualmente de 
vídeo vigilancia oculta de  una 
trabajadora.  Sin embargo, en ese 
caso, el derecho interno no contiene 
en absoluto una disposición clara 
sobre la cuestión y la vídeo vigilancia 
había sido limitada.  
En el presente caso, todos los 
trabajadores han sido vigilados/as 
durante semanas durante toda su 
jornada de trabajo. El TEDH no 
comparte el criterio de los Tribunales 
españoles en cuanto a la 
proporcionalidad de la medida. 
Considera que la vigilancia no está 
prevista en el derecho español, en 
particular en lo que atañe a la 
notificación, y que habría sido posible 
proteger, al menos en cierta medida, 
los derechos del empresario 
acudiendo a otros medios menos 
intrusivos.  
La empresa, por ejemplo,  podría 
haber comunicado a las demandantes 



 

 

 

informaciones generales sobre la 
vigilancia y proceder a la notificación 
exigida legalmente sobre la protección 
de datos personales. El TEDH 
concluye que las jurisdicciones 
nacionales no han efectuado una justa 
ponderación de los derechos en juego 
y que se ha violado el derecho a la 
vida privada de las demandantes.  
En conclusión: el TEDH concluye que 
la vídeo vigilancia llevada a cabo por 
el empresario, que se desarrolló 
durante un período prolongado, no 
cumplió con las exigencias previstas 
en el art.5 de la LOPD 15/1999, en 
particular, con la obligación de 
informar, previa, explícita y 
precisamente, sin ambigüedades, a 
los interesados sobre la exigencia y 
características particulares de un 
sistema de captación de datos 
personales. El TEDH considera que 
los derechos  del empresario podrían 
haberse satisfecho, al menos en cierto 
grado, por otros medios, 
concretamente informando 
previamente a las demandantes, 
incluso de una forma general, de la 
instalación de un sistema de vídeo 
vigilancia y proporcionándoles la 
información prevista en la LOPD 
(art.5)    
Sobre el derecho a un proceso justo 
(art.6.1 CEDH) 
El TEDH examina si la utilización de 
las grabaciones de vídeo obtenidas 
con violación del CEDH ha 
comprometido el derecho a un 
proceso justo.  
Considera   que las demandantes  
han podido impugnar la autenticidad 
de las grabaciones  en el contexto de 
los procedimientos contradictorios y 
que esas grabaciones no constituían 
la única prueba que respaldaba las 
decisiones de los tribunales, que 
también se basaron en pruebas 
testificales.  
El TEDH tampoco  se opone a  la 
conclusión de los tribunales españoles 

de que podían utilizarse los acuerdos 
firmados por las demandantes tercera, 
cuarta y quinta como prueba, incluso 
si la firma de tales acuerdos se obtuvo 
después de que las demandantes 
hubieran visto las grabaciones de 
vídeo. Los Tribunales españoles 
examinaron la validez de tales 
acuerdos y las recurrentes tuvieron 
amplias oportunidades para 
contrarrestarlos. En general, el TEDH, 
no haya ningún motivo para apreciar 
la vulneración del derecho a un juicio 
justo.  
También rechaza el TEDH, por 
manifiestamente infundada, la 
denuncia planteada por la primera 
demandante, consistente en que hubo 
falta de motivación y no se entraron a 
considerar las particularidades del 
caso 
SATISFACCIÓN JUSTA (ART.41) 
El TEDH resuelve por 4 a e que 
España debe indemnizar a cada 
demandante con 4000 euros por 
daños morales. Por otro lado, acuerda 
por unanimidad que España debe 
indemnizar con 500 euros a la primera 
demandante por las costas y gastos y 
568,86 euros al resto de 
demandantes.  
  
 Voto particular de la Juez Poláčková 
a la que se adhiere el Juez Dedov.  
 
 
STEDH 16/01/2018. Caso Cuenca 
Zarzoso c. España. Ir al texto 
 
Resumen: Derecho a la vida privada: 
violación existente. El demandante Sr. 
Zarzoso es un español residente en 
Valencia.  Denunció la falta de 
adopción por las autoridades locales 
de Valencia de medidas dirigidas al 
cese de ruidos procedentes de bares, 
pubs, y discotecas en el barrio en que 
reside. Durante el procedimiento 
interno, alegó que las circunstancias 
eran similares al Caso Moreno Gómez 
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c. España, lo cual fue rechazado por 
el TC   
El TEDH considera que existe 
violación del derecho a la vida privada 
del art. 8 CEDH e impone una 
indemnización de 7000 euros. 
  
 
STEDH 18/01/2018. Caso Federación 
Nacional de asociaciones y sindicatos 
Deportivos c. Francia. Ir al texto 
 
Resumen: Derecho a la vida privada: 
(art.8 CEDH): violación inexistente. El 
caso trata sobre la obligación de 
localización impuesta a los deportistas 
concretos con el fin de llevar a cabo 
controles antidopaje sorpresivos. 
Teniendo en cuenta el impacto que 
las obligaciones de localización tienen 
sobre la vida privada de los 
demandantes, el TEDH considera sin 
embargo que los motivos de interés 
general que imponen su necesidad 
revisten una particular importancia y 
justifican las restricciones impuestas 
sobre los derechos contenido en el 
art.8 del CEDH. El TEDH considera 
que la reducción o la supresión de sus 
obligaciones conduciría a aumentar el 
riesgo de dopaje para la salud de los 
deportistas y de toda la comunidad 
deportiva e irían en contra de los 
principios comunes europeos e 
internacionales sobre la necesidad de 
controles no anunciados para liderar 
la lucha antidopaje.  
  
 

LIBERTAD DE 
EXPRESIÓN 

STEDH 09/01/2018. Caso Catalán c. 
Rumanía. Ir al texto 
 
Resumen: Libertad de expresión: el 
TEDH considera por unanimidad que 
no ha habido violación del art.10 
(Libertad de expresión). 

El caso trata sobre el despido de un 
funcionario (Sr. Catalán); que 
trabajaba para el Consejo nacional 
para los estudios de los Archivos de 
seguridad (CNSAS), por haber 
revelado información para la 
publicación de un artículo que 
denunciaba que un líder religioso 
había colaborado con la Securitate (la 
policía política durante el régimen 
comunista).   
La ley 187/99 había conferido al 
CNSAS el papel de informar al público 
de la colaboración con la Securitate 
pero la la organización aún no había 
establecido su posición oficial sobre el 
problema. El Sr. Catalán impugnó su 
despido, pero los tribunales 
nacionales consideraron que había 
infringido su deber de sigilo como 
funcionario público.  
El TEDH considera que en relación 
con los deberes y responsabilidades 
de los funcionarios y teniendo en 
cuenta la ponderación de los varios 
intereses en conflicto, la injerencia en 
la libertad de expresión del Sr. 
Catalán ha perseguido dos finalidades 
legítimas: prevenir la revelación de 
información confidencial y proteger los 
derechos de terceros.; y necesarias 
en una sociedad democrática. El 
TEDH considera, en particular que el 
Sr. Catalán era un funcionario, y como 
tal, sujeto al deber de sigilo en su 
puesto, por lo que habría de haber 
mostrado un mayor cuidado y 
moderación en sus manifestaciones. 
El TEDH también explica que el deber 
de sigilo no podría negarse por el 
interés público en materias relativas a 
la aplicación de la Ley 187/99 o para 
el acceso a archivos de la Securitate. 
En caso contrario, el riesgo de 
manipulación de la opinión pública en 
base a un pequeño número de 
documentos extraídos de un archivo 
añadía más peso al deber de lealtad 
hacia la CNSAS, cuyo papel y función 
era nutrir al público con información 

https://hudoc.echr.coe.int/eng#{"languageisocode":["FRE"],"documentcollectionid2":["GRANDCHAMBER","CHAMBER"],"itemid":["001-180276"]}
http://hudoc.echr.coe.int/eng?i=001-179993


 

 

 

fiable y creíble. Por tanto, considera el 
TEDH que el despido fue ajustado a 
derecho  
  
 

LIBERTAD DE 
REUNIÓN Y 
ASOCIACIÓN 

STEDH 16/01/2018. Caso Dinçer c. 
Turquía. Ir al texto 
 

Resumen: Libertad de reunión y 
asociación: vulneración existente. El 
caso trata sobre una multa 
administrativa impuesta al 
demandante, funcionario de profesión 
y sindicalista en activo, por haber 
participado el 15 de junio de 2010 en 
una declaración pública a la prensa 
ante los locales del partido en el poder 
(AKP); que había sido organizado en 
un lugar no autorizado por el prefecto. 
El TEDH considera que hay una 
vulneración del art.11 (Libertad de 
reunión y asociación). 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

ORGANIZACIÓN 
INTERNACIONAL DEL 
TRABAJO 
 

 

OIT NEWS 
 
Ecuador:  
En busca de un nuevo futuro después del terremoto. Una familia residente de 
una ciudad afectada por esta catástrofe producida en 2016, se recupera 
rápidamente gracias a un programa de la OIT basado en la creación y 
desarrollo de negocios. Ir al texto 
 
La OIT publicará su informe Perspectivas sociales y del empleo en el mundo: 
Tendencias 2018 Ir al texto 
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http://hudoc.echr.coe.int/eng?i=001-180389
http://hudoc.echr.coe.int/eng?i=001-180389
http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/lang--es/index.htm
http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/features/WCMS_614726/lang--es/index.htm
http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_615054/lang--es/index.htm


 

 

 

ADMINISTRACIÓN DEL 
TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL 
 
 
 

Ministerio Empleo y Seguridad Social 
 

.- Las pensiones se revalorizarán el 
0,25 por ciento el 1 de enero de 
2018. El Gobierno aprueba el Real 
Decreto sobre Revalorización de 
las Pensiones del Sistema de la 
Seguridad Social y de otras 
prestaciones Públicas y de clases 
pasivas para el próximo ejercicio. 
Ir al texto 
 
.- La afiliación media anual crece 
en 611.146 personas,  el mejor 
resultado de un mes de diciembre 
desde 2005 
Ir al texto 
 
.- Más de un millón de jóvenes se 
han inscrito en el Sistema Nacional 
de Garantía Juvenil  
Ir al texto 
 
.- Publicación del Índice de 
producción Industrial Ir a texto 
 
.- Publicación de la Estadística de 
trasporte de viajeros 
Ir a texto 
 
.- La ministra ha realizado el 
anuncio en la presentación del 
informe de las conclusiones de la 
Conferencia Nacional Tripartita 
sobre el futuro del trabajo 

celebrada el pasado mes de marzo, 
que será la primera aportación 
española a los debates con ocasión 
del centenario de la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT). El 
grupo de trabajo elaborará un Libro 
Blanco que deberá plantear 
medidas para garantizar 
una transición inclusiva ante los 
nuevos retos del mercado laboral 
impulsando el trabajo de calidad y 
garantizando la protección social.  
Ir al texto 
 
 
.- El Índice de Confianza 
Empresarial Armonizado (ICEA) 
baja un 0,4% en el primer trimestre 
de 2018 respecto al cuarto 
trimestre del año anterior  
El 19,6% de los establecimientos 
empresariales prevén un trimestre 
favorable y el 17,7% son 
pesimistas sobre la marcha de su 
negocio 
Ir al texto 
 
IPC de diciembre 2017 
Ir a texto 
 
Indicadores de actividad del sector 
servicios 
Ir a texto 

 

V
o

lv
e
r 

a
l 
in

ic
io

 

http://www.empleo.gob.es/es/index.htm
http://prensa.empleo.gob.es/WebPrensa/noticias/seguridadsocial/detalle/3202
http://prensa.empleo.gob.es/WebPrensa/noticias/seguridadsocial/detalle/3205
http://prensa.empleo.gob.es/WebPrensa/noticias/laboral/detalle/3209
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736145519&menu=ultiDatos&idp=1254735576715
http://prensa.empleo.gob.es/WebPrensa/noticias/ministro/detalle/3208
http://www.ine.es/daco/daco42/ice/ice0118.pdf
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176802&menu=ultiDatos&idp=1254735976607
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176863&menu=ultiDatos&idp=1254735576778


 

 

 

ARTÍCULOS 
 
 

INCAPACIDAD PERMANENTE 
TOTAL: INCAPACIDADES E 
INCAPACITADOS  
 
Florentino Eguaras Mendiri 
Magistrado de lo Social 

 
 

El 28 de diciembre los agentes de la autoridad en un control de mercancías 
dieron el alto a un transporte pesado. Solicitaron al conductor entre otra 
documentación su permiso de conducción, y este les manifestó que se lo habían 
retirado por causa de una enfermedad que padecía, sin embargo, continuo 
diciéndoles, ello no le impedía el conducir, pues intentó obtener una declaración de 
Incapacidad Permanente Total para su profesión, y el Instituto Nacional de la 
Seguridad Social se la había denegado. Su abogado, les refirió, le había entregado 
una sentencia del Tribunal Supremo en la que se indicaba que no se está 
incapacitado permanente total para la profesión habitual de conductor porque se 
haya retirado el permiso de conducir. 

 
La perplejidad de los agentes se acrecentó cuando, efectivamente, nuestro 

estajanovista conductor les exhibió una sentencia en la que se decía lo que él les 
había manifestado. Los hados son así de juguetones y, casualmente, uno de los 
agentes había sido privado de su licencia de armas para su anterior profesión de 
escolta por un trastorno mental, pero no obtuvo una incapacidad, pese a que la 
solicitó, reintegrándose a su actual profesión; y el otro, aunque según él físicamente 
no podía ejercer su profesión, también había pedido una incapacidad permanente, 
pero el Juzgado le dijo que podía seguir realizando la que le habían dicho era la 
segunda actividad, concepto que no entendía muy bien pero por el que seguía 
trabajando a pie de calle. 

 
Vamos a dejar por el momento a nuestros protagonistas viendo como solucionan 

la situación y les tomamos prestada esa sentencia que manejan del Tribunal 
Supremo. 

 
Se trata de la sentencia de la Sala de lo Social de 28 de septiembre de dos mil 

diecisiete, recurso de casación para la unificación de doctrina 3978/2015, RJ 
2017\4337, ponente Excmo. Sr. Antonio Vicente Sempere Navarro. 
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Supuesto que se resuelve: 
A una taxista autónoma le ha sido denegada por sus padecimientos físicos la licencia 

de conducción para ejercer su actividad por la autoridad administrativa competente, instó 
la declaración de una incapacidad permanente total y la misma le fue denegada en vía 
administrativa por la entidad gestora y posteriormente por el Juzgado de lo Social; en el 
recurso de suplicación sustanciado la Sala de lo Social del Tribunal de Justicia de Madrid 
(en adelante TSJ) ha estimado su demanda, indicando que “… dado que la Dirección 
General de Gestión y Vigilancia de la Circulación del Ayuntamiento de Madrid dictó 
resolución denegando el permiso municipal de conductora de taxi bajo licencia de la que 
era titular, debe reconocerse a la actora en situación de incapacidad permanente total, 
entendiendo que es la autoridad administrativa competente para ello, a la vista de los 
diversos informes médicos que obran en su poder. Atendido el cuadro de dolencias 
residuales de las que está aquejada aquélla y su consiguiente repercusión funcional, 
concluye que no reúne la aptitud psico-física necesaria para continuar ejercicio (sic) como 
conductora de taxi, que es su profesión habitual…” 

 
El Instituto Nacional de la Seguridad Social (INSS) ha recurrido en unificación de 

doctrina alegando como contradictoria una sentencia dictada por la Sala de lo Social del 
TSJ de Extremadura, en la que se dice que “… la calificación y declaración de la 
incapacidad permanente compete primero a las entidades gestoras de la Seguridad social 
y, después, a los Tribunales, añadiendo que de asimilarse la privación del permiso de los 
conductores profesionales a la declaración de IPT, se dejaría ésta en manos, no ya de 
una instancia administrativa, sino del propio interesado…” 

 
El Tribunal Supremo (al que llamaremos TS) ha aceptado que las dos sentencias son 

contradictorias y precisa que “…El núcleo de la contradicción es claro: determinar si, en 
orden a la calificación de una IPT para la profesión habitual en materia de prestaciones de 
Seguridad Social, la pérdida o revocación administrativa del permiso o licencia habilitante 
para aquella debe conllevar ineludiblemente el reconocimiento de dicha situación…” 

 
Fundamentos que oferta el TS: 
La sentencia que se comenta aborda inicialmente que la competencia para declarar la 

situación de incapacidad permanente corresponde al INSS, por venir así atribuida por la 
normativa, en concreto los arts. 137 y 143 LGSS, texto de 1995 -vigente al tiempo en que 
se dicta la sentencia-, y el Real Decreto 1300/1995, de 21 de julio cuyo art. 1 precisa que 
será competencia del Instituto Nacional de la Seguridad Social, cualquiera que sea la 
Entidad gestora o colaboradora que cubra la contingencia de que se trate, el evaluar, 
calificar y revisar la incapacidad y reconocer el derecho a las prestaciones económicas 
contributivas de la Seguridad Social por incapacidad permanente, en sus distintos grados, 
así como determinar las contingencias causantes de la misma. 

 
Partiendo de ello se analiza por el TS que el Real Decreto 818/2009, de 8 de mayo, por 

el que se aprueba el Reglamento General de Conductores, en su Título I, regula las 
autorizaciones administrativas para conducir, recogiendo las normas generales y 
condiciones para el otorgamiento, validez, vigencia y prórroga de las mismas y regulando 
con especial minuciosidad las causas que pueden dar lugar a la declaración de pérdida 
de vigencia de tales autorizaciones, cuando se constata la pérdida de los requisitos 
exigidos para su otorgamiento o de la totalidad del crédito de puntos que un conductor 
tenga asignado. Ello se completa con el examen de la Ordenanza del Taxi (BO. 
Comunidad de Madrid 13/12/2012) que posibilita para la denegación de las licencias de 
taxi.  

 



 

 

 

De esta normativa administrativa se desprende la posibilidad de denegar la posibilidad 
de ejercer una profesión por causa de una lesión física. 

 
Solución al caso: 
Para el TS la tesis de la sentencia recurrida (TSJM) es que si administrativamente ya 

no puede desarrollarse una profesión, porque así lo determina la autoridad sectorialmente 
competente, debe reconocerse necesariamente la existencia de una incapacidad 
permanente total. Y ello es “una conclusión lógica y socialmente razonable”, nos dice el 
TS, pero dentro del actual sistema normativo no es asumible la automaticidad en el 
acceso a la condición de incapaz cuando ya no puede ejercerse la profesión habitual. 

 
Por tanto, se concluye, las resoluciones del INSS no son actos que puedan sustituirse 

por otros actos que se emitan por otros órganos que conozcan sobre las licencias para 
conducir vehículos. Estos actos deben ser ponderados, al igual que el resto de pruebas 
que consten en el expediente tramitado, pero concederles un valor determinante, dice el 
TS, comportaría contradecir el mandato de la LGSS y trasladar a un tercero la facultad de 
decidir sobre la existencia de una incapacitado permanente total. 

 
De aquí “…que la pérdida o revocación administrativa del permiso o licencia habilitante 

de la profesión de conductor no conlleva el reconocimiento automático de la situación de 
IPT de la parte actora, cuya demanda había sido desestimada por la sentencia del 
Juzgado de lo Social al entender que no resultó acreditado que las dolencias que 
presenta la actora le incapaciten para todas o las fundamentales tareas de su profesión 
habitual de taxista propietaria…”. 

 
En resumen, para el Alto Tribunal, la denegación del permiso de conducir por la 

autoridad facultada para ello por una lesión psíquico-física no supone que concurra una 
incapacidad permanente total, debiéndose valorar el estado del beneficiario para 
determinar si está incurso en la indicada incapacidad. 

 

 

CONSIDERACIONES QUE OFERTAMOS A LA SENTENCIA DEL 
TRIBUNAL SUPREMO DE 28-9-2017., recurso de casación para la 
unificación de doctrina 3978/2015, RJ 2017\4337. 

 
 
1º. Presupuestos laborales y administrativos:  
 
La incapacidad permanente, art. 193 LGSS actual, RDLeg 8/2015, es aquella situación 

del trabajador que presenta reducciones anatómicas graves, susceptibles de 
determinación objetiva y previsiblemente definitivas, que disminuyen o anulan su 
capacidad laboral.  

 
Vamos a realizar nuestras consideraciones desde la perspectiva de la racionalidad que 

preside las relaciones jurídicas. Así la institucionalización del Estado de Derecho implica 
que las organizaciones son actores sociales, y en concreto la Administración participa de 
un relevante papel en las sociedades modernas. 

 
De la regulación actual sobre la Administración podemos deducir que el ciudadano, no 

súbdito, no puede ser sufridor de los desajustes administrativos. Hoy en día las 
Administraciones se rigen por los principios de: racionalización y agilidad de los 
procedimientos administrativos y de las actividades materiales de gestión; buena fe, 



 

 

 

confianza legítima y lealtad institucional; y, cooperación, colaboración y coordinación 
entre las Administraciones Públicas ( art. 3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público), de manera que las Administraciones Públicas se 
relacionarán entre sí y con sus órganos, organismos públicos y entidades vinculados o 
dependientes, y facilitarán preferentemente la prestación conjunta de servicios a los 
interesados (continua esta ley). 

 
Añadamos otro dato a tener en cuenta: las entidades gestoras de la Seguridad Social, 

según la Disposición Adicional decimotercera de la Ley 40/2015, están sometidas a esta 
ley, y son entidades de derecho público, art. 68 de Ley General de Seguridad Social, 
RDLeg 8/2015. 

 
A ello unamos algunas precisiones. El RDleg 6/2015, de 30 de octubre, por el que se 

aprueba el texto refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y 
Seguridad Vial, regula la obtención de la licencia de conducción (arts 61 y ss), y el Real 
Decreto 818/2009, de 8 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento General de 
Conductores, precisa que en el conductor no deben existir enfermedades, entre otras, del 
sistema nervioso y muscular que produzcan pérdida o disminución grave de las funciones 
motoras, sensoriales o de coordinación que incidan involuntariamente en el control del 
vehículo; y entre los padecimientos que excluyen ciertas licencias de conducir están las 
alteraciones del equilibrio. 

 
Y, por último, el Real Decreto 170/2010, de 19 de febrero, por el que se aprueba el 

Reglamento de centros de reconocimiento destinados a verificar las aptitudes psicofísicas 
de los conductores, previene la determinación de la competencia evaluativa de la 
capacidad físico/psíquica del conductor para la obtención/renovación de la licencia. 

 
 
2º. Puntos de análisis: 
 
El Tribunal Supremo en la sentencia de 23-12-2014, recurso de unificación 360/2014, 

declara la Incapacidad Permanente Total de un gruista porque por su deficiencia visual 
puede ser incluido dentro de las limitaciones que excluyen la autorización para ejercer 
esa profesión (remite a su normativa concreta). El criterio que sigue aquí el Tribunal se 
vincula a una relación entre la capacidad profesional del ejercicio de la actividad y la 
posibilidad administrativa de obtener la licencia pertinente para ello. Perspectiva contraria 
a la sentencia de 28-9--2017 que analizamos. 

 
A diferencia de nuestro caso, podemos indicar que la sentencia del TS de 23-12-2014 

se separa de los criterios generalizados aplicados por los Tribunales laborales para el 
enjuiciamiento de las Incapacidades. 

 
Estos criterios son: 1º, no existen incapacidades sino incapaces; y, 2º, no se identifica 

el puesto de trabajo con el concepto de profesión habitual. 
 
Veamos estos criterios:  
 

a) Si decimos que una incapacidad puede operar porque el trabajador carece 
de la autorización para ejercer su profesión, entonces estamos objetivando el 
supuesto de la Incapacidad. Ya no existen incapaces sino incapacidades, y ello 
parece deducirse del criterio que indica el TS en su sentencia de 23-12-2014. Esto 
ya venía ocurriendo cuando se aplicaba el antiguo Reglamento de Accidentes de 



 

 

 

Trabajo (Decreto de 22-6-1956, de claro valor referencia actual según indica 
constante jurisprudencia, por todas TS 4-5-2016, recurso de unificación 1986/2014). 
En base a este Reglamento determinadas lesiones implicaban directamente un 
grado específico de Incapacidad. 
 

La sentencia, sin embargo, del TS de 28-9-2017, objeto de nuestro análisis, 
desvincula la retirada de la licencia de conducir con la declaración de incapacidad. 
Recoge, por tanto, el clásico paradigma de que en cada caso debe examinarse la 
capacidad, al margen de otras consideraciones. 

 
Es una declaración judicial generalizada la de que no existen Incapacidades sino 

Incapacitados (véase entre las muchas TS 23-6-2005, recurso de unificación 
1711/2004). Con ello se quiere postular que la determinación del grado de 
Incapacidad depende de la situación individual del beneficiario sometido a control. 
No son aplicables situaciones de igualdad y elementos externos de análisis. 

 
La admisión de situaciones de Incapacidad por parámetros objetivos merma la 

regla indicada de que no hay Incapacidades sino Incapaces. Esta regla no es la que 
se ha aplicado en casos como el del gruista dicho (TS 23-12-2014) o cuando se 
tiene en cuenta el Reglamento de Accidentes de trabajo, aunque sea con carácter 
referencial (igual consideración podemos hacer para supuestos de enfermedad 
profesional). Pero sí es la que tiene en cuenta la sentencia que analizamos, al 
descartar que la falta de renovación de la licencia de conducir un taxi no implica la 
declaración de incapacidad permanente total. 

 
b) El segundo criterio sometido a revisión es el de que la profesión no se 

identifica con el puesto de trabajo. También este principio interpretativo en materia 
de Incapacidad es reiterado (por todas TS 9-11-2009, recurso de unificación 
3747/2008), y también el mismo es revisable a la luz de la sentencia del TS de 23-
12-2014. Si no se puede ser conductor de determinados vehículos especiales, como 
una grúa, pero se mantiene,  por ejemplo, el permiso de conducir para los normales, 
podemos decir que se sigue pudiendo conducir. Y si ello sucede podríamos alegar 
que se está limitado para un puesto concreto de trabajo, pero no para la profesión. 

 
En definitiva, la apreciación del contorno de la profesión puede ser una restricción del 

concepto de incapacidad. La sentencia del TS 28-9-2017 se alinea con el postulado de 
que la profesión no es el puesto. 

 
 
3º. Conclusiones: 
 
 

 En un Estado social y de derecho como el nuestro, art. 1 de la 
Constitución, es inadmisible una descoordinación entre las 
Administraciones. La normativa aplicable a ellas exige una adecuación 
de su actuación de forma que no se produzcan contradicciones en sus 
resoluciones. 

 

 Las normas afectantes a los ciudadanos repercuten en toda su vida 
social. La máxima cuius commoda eius incommoda rige plenamente 
en los actos y negocios jurídicos. 

 



 

 

 

 Si el trabajador ha sido privado de la licencia que autoriza el ejercicio 
de su profesión por causa de un padecimiento psíquico-físico, 
concurre una situación de imposibilidad de prestar los servicios 
profesionales encuadrable en el concepto de Incapacidad Permanente 
Total. 

 

 La máxima no hay incapacidades sino incapacitados debe ser 
revisada en supuestos en los que una resolución administrativa retira 
la licencia para la actividad laboral ejercida por causa físico-psíquica. 

 

 El concepto de profesión habitual puede equipararse en algunos 
casos al puesto de trabajo si se vincula con una específica 
autorización para el ejercicio de la profesión. 

 

 La protección del sistema asistencial de los riesgos de la salud obliga 
a una solución que no depare situaciones de desprotección como la 
que acontece cuando el beneficiario no puede ejercer su profesión por 
un acto administrativo y, sin embargo, la Administración de Seguridad 
Social, ente gestor, le niega eficacia a ese acto y mantiene la 
capacidad de trabajo, denegando la incapacidad permanente. 

 

 No se modifica la competencia de las diversas Administraciones por 
aplicarles reglas de coherencia y seguridad jurídica. 

 

 Los órganos judiciales deben solventar las contradicciones que depara 
la descoordinación de las Administraciones. Sus sentencias no 
pueden conducir al absurdo. 

 
Pero a estas alturas es obligado que volvamos con nuestros imaginarios amigos. 

Siguen en la carretera paralizando el tránsito del ilustrado conductor. Descartado por los 
agentes que se trate de una “inocentada” propia del día, y, vista la seriedad del caso, se 
han puesto en contacto con sus jefes, estos con el Ministerio este con el Consejo 
General del Poder Judicial, este con el Tribunal Supremo, y no sabemos por qué motivo, 
al final, por las cosas de los hados, se ha remitido una consulta a Bruselas. Y la 
respuesta comunitaria a todos ha dejado algo confusos.  

 
Dice así:  

 
 

“Elevada su duda al oráculo de Delfos este 
nos señala que ya lo decía Parménides: las 

cosas no pueden ser y no ser”.
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1.- Introducción 

El fundamento de los derechos se ha convertido ya en un tópico de las teorías generales 
de los DDFF. No es de extrañar, pues, que exista un buen número de teorías que 
pretenda dar respuesta al "por qué" de los derechos.  

La primera tarea que nos va a ocupar en este capítulo no va a ser otra que tratar de 
justificar la necesidad de fundamentar los derechos, cuestión que aunque a priori 
pudiera parecer pacífica, ha sido también objeto de debate doctrinal, básicamente 
porque -se ha sostenido- si todo el mundo acepta los derechos, carece de interés hallar 
su fundamento.  

En segundo lugar, trataremos de hacer una breve síntesis de las teorías de la 
fundamentación de los derechos, para lo cual seguiremos el trabajo que al respecto ha 
realizado, fundamentalmente, PÉREZ LUÑO

[1]
, que parte de la distinción entre 

objetivistas, subjetivistas e intersubjetivistas; no sin dar cuenta de la existencia de otras 
clasificaciones. Tal suma teórica habrá de servir de base a la propuesta  de una tesis 
propia sobre la fundamentación de los derechos, que se enclava dentro de una 
proposición de ética material, basada en las necesidades básicas de las personas como 
origen de los valores; en la que la dignidad juega el papel de valor básico y guardián del 
equilibrio entre el individuo y el colectivo.  

Una vez fijada postura sobre el fundamento de los derechos, trataremos de indagar cuál 
ha sido la doctrina de nuestro TC y, como conclusión, cuál es el papel de la dignidad y el 
trabajo decente como fundamento de los derechos en el seno del Derecho del Trabajo.  

2.- El fundamento de los derechos fundamentales  
 
2.1.- La necesidad de fundamentar los DDFF. 

Encontrar una razón justificante, un "por qué" de los DDFF ha sido uno de los empeños 
que ha mantenido ocupada a la práctica totalidad de la doctrina que se ha encargado de 
su estudio.  

                                                 
[1]

 PÉREZ LUÑO, A.E. " Derechos Humanos. Estado de Derecho y Constitución". Ed. Tecnos. 10ª edición 2010. p.134-189 
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Sin embargo, no han faltado quienes, como BOBBIO, desde una perspectiva pragmática 
o realista, una vez reconocidos los DDHH en múltiples Tratados y Convenios 
internacionales, ha considerado que el problema de su fundamento ha perdido gran 
parte de interés, pues "si la mayor parte de los gobiernos existentes están de acuerdo 
en una declaración común, es signo de que han encontrado buenas razones para 
hacerlo". 

[2]
 

No obstante, el razonamiento de Bobbio en este punto no me parece muy convincente; 
menos todavía si -como sostiene el autor- lo importante hoy no es tanto justificar los 
derechos como protegerlos.  

La primera objeción que ha de formularse a tal tesis es que difícilmente puede 
protegerse algo sin saber por qué ha de protegerse

[3]
.  No se antoja -además- el simple 

consenso de los gobiernos como justificación satisfactoria, cuando son precisamente 
ellos los principales incumplidores de tales derechos. En suma, no parece que el 
consenso de los lobos sea una buena razón para tranquilizar a las ovejas. 

El segundo argumento sobre la necesidad de fundamentar los DDFF es que siendo el 
de los derechos un fenómeno esencialmente histórico, la formación de una cultura 
perdurable de los mismos -algo que consideramos deseable- exige dotarlos de sólidos 
fundamentos, capaces de convencer a las futuras generaciones de su justificación. 

En fin, si como sostiene FERRAJOLI
[4]

, los derechos humanos son "la ley del más débil", 
a falta de poder para vencer, los débiles -en la naturaleza, en la sociedad civil o en la 
economía- deben gozar de un sólido argumentario para convencer en la permanente 
dialéctica de los poderes sociales que pujan por convertirlos en instrumentos sujetos a 
los fines de los más fuertes. La mayor capacidad convictiva del fundamento contribuirá, 
sin duda, a consolidar una cultura democrática de los derechos humanos que sirva de 
parámetro de legitimidad y justicia a la que deban sujetarse los instrumentos de poder y 
dominación más potentes existentes en la actualidad: los Estados y las empresas. En 
suma, no es muy probable que los más fuertes consientan en limitar su poder por la 
obligación de respetar los DDHH si no existen para ello sólidas y convincentes razones 
generalmente compartidas y defendidas y, por tanto, democráticamente aceptadas. 

Por tanto, si como hemos dicho, la historia de los DDHH es una historia de la lucha del 
hombre contra sí mismo, en cierto modo es también una historia de la búsqueda del por 
qué de tal lucha.  

Partiendo, pues, de la necesidad de fundamentar los derechos, las próximas líneas 
servirán a tal propósito. Para ello, iniciaremos una forzosamente modesta y sintética 
exposición de las diversas posturas o teorías sobre el fundamento de los DDHH, para 
luego tomar partido por una propia.  

 
2.2.- Breve síntesis de las teorías fundamentadoras de los DDFF. 

                                                 
[2]

 BOBBIO, N. "El tiempo de los derechos". Trad. Fco. de Asis Roig . Ed. Sistema 1991. p.60-61. 
[3]

 MEGÍAS QUIRÓS, J. J. Manual de DDHH. Thomson Aranzadi. The Global Law Collection. 2006. p.163-164. 
[4]

 FERRAJOLI, L. "Los fundamentos de los derechos fundamentales". Ed. Trotta. 4ª edición 2009.  p.317-318. 



 

 

 

Es imposible hacer aquí una mención de todas y cada una de las teorías 
fundamentadoras de los DDFF. Existen casi tantas como autores/as, y la bibliografía 
sobre DDHH en el Siglo XX es ciertamente extensa

[5]
.  

 Por ello, nos limitaremos a glosar sumariamente las más relevantes para, finalmente, 
adoptar una postura determinada respecto de las mismas. 

Así, FIORAVANTI
[6]

, propone tres modelos fundamentadores: el historicista, el 
individualista y el estatalista (positivista). El historicista encuentra su exponente más 
acabado en el modelo inglés de la revolución gloriosa de 1689 (LOCKE, COKE,etc), que 
conceptúa las libertades como los derechos de los ingleses, elaborados por la 
jurisprudencia y cristalizados en el common law, lo que las hace indisponibles al poder 
político. El fundamento de los derechos en este modelo es la tradición. 

El modelo individualista, de cuño francés, se funda en el iusnaturalismo racionalista y 
gira en torno a libertad, contrato y propiedad como núcleos fundantes del discurso de los 
derechos. El derecho natural del individuo que precede al Estado y el pacto social son 
sus señas distintivas; el fundamento de los derechos es la razón, capaz de aprehender 
el Derecho natural.    

En fin, el modelo estatalista, con Hobbes a la cabeza, y Bentham como estandarte, 
conciben al Estado como origen y fundamento de todo Derecho. El positivismo, en 
suma, considera la voluntad del Estado como el fundamento último de los derechos y los 
derechos pierden la indisponibilidad propia del modelo historicista.  

Otros autores, como BASTIDA,
[7]

 coinciden sustancialmente en esta clasificación 
trimembre de los modelos históricos de fundamentación de los derechos: el historicista, 
en la tradición, el iusracionalista, en el Derecho natural y el positivista, en la voluntad del 
Estado. 

FERRAJOLI
[8]

, distingue cuatro acepciones de "fundamento": la razón o fundamento 
teórico; la fuente o fundamento jurídico; la justificación o fundamento axiológico; y el 
origen o fundamento histórico. El maestro italiano sitúa en el plano axiológico el 
verdadero problema del fundamento de los DDFF; y sostiene -en la línea moral 
kantiana- que el valor de la persona como fin en sí misma, y no como medio es el 
fundamento del que parten los cuatro criterios que han orientado la fundamentación 
axiológica de los derechos: igualdad, democracia, paz y ley del más débil.  

PECES-BARBA
[9]

 sitúa el fundamento de los DDFF en el campo de la moralidad, 
concibiéndolos como una pretensión moral justificada consistente en la realización 
integral de la persona humana en la vida social, a través de sus fines últimos de la 
búsqueda de la felicidad, de su independencia, desde una cultura moderna influida por 
los pensamientos liberal, democrático y socialista. 

                                                 
[5]

 Puede verse un completo resumen en: RODRÍGUEZ-TOUBES MUÑIZ, J. "Teorías sobre el concepto y el fundamento de los 
derechos en el Siglo XX"; en PECES-BARBA MARTÍNEZ, G. y AAVV "Historia de los Derechos Fundamentales". Tomo IV. 
Siglo XX. Volumen I. Libro I.  p. 397-484 
[6]

 FIORAVANTI, M. "Los derechos fundamentales. Apuntes de historia de las constituciones". Ed. Trotta.2009. p.25-53. 
[7]

 BASTIDA FREIJEDO, F.J y AAVV. "Teoría General del os Derechos Fundamentales en la Constitución Española de 1978". 
Ed. Tecnos. p.18-28 
[8]

 FERRAJOLI, L. "Los fundamentos de los derechos fundamentales". Ed. Trotta. 4ª edición 2009.  p.287-383 
[9]

 PECES-BARBA, MARTÍNEZ, G. "Lecciones de Derechos Fundamentales". Ed. Dykinson 2004. p.44 



 

 

 

LIBORIO HIERRO
[10]

  fundamenta los derechos en el "único axioma moral" que la teoría 
de los derechos requiere y utiliza, que es que la persona, como agente autónomo, es el 
sujeto de la moralidad y de que cualquier persona vale moralmente igual. Este es para 
HIERRO el requisito mismo del razonamiento moral y sirve como fundamento necesario, 
suficiente y unitario de los DDHH, que consisten en situaciones normativas que 
constituyen condición necesaria para que la persona se desenvuelva como agente moral 
en su contexto.  

PÉREZ LUÑO
[11]

 se ubica en una sugerente tesis fundamentadora de los derechos, en 
el neomarxismo (antidogmático y humanista) que camina con el método de la teoría 
consensual de la verdad de Jürgen Habermas (Escuela de Francfort); y la filosofía de las 
necesidades radicales de Agnes Heller (Escuela de Budapest). De la mano de 
Habermas, se obtiene el método para el discurso racional fundamentador de los 
derechos y la crítica de los factores que impiden su fundamentación racional, por falta 
de validez intersubjetiva; de Agnes Heller se obtiene la génesis de los valores en las 
necesidades, de forma que el fundamento de los derechos radica en las necesidades 
humanas. Los valores son de esta forma una proyección de la consciencia del ser 
humano hacia el mundo exterior que representa un modo de preferencia consciente, que 
parte de determinadas condiciones sociales e históricas y que por tanto, tiene un 
fundamento empírico, no metafísico, ideal o abstracto.  

Precisamente a PÉREZ LUÑO
[12]

, le debemos la sistematización de las 
fundamentaciones de los DDFF en objetivistas, subjetivistas e intersubjetivistas, 
configurando un completísimo catálogo, que nos disponemos a sintetizar muy 
brevemente en las próximas líneas.  

-Las tesis objetivistas de la fundamentación de los DDFF: sostienen la existencia un 
orden de valores, reglas o principios con calidez objetiva, absoluta y universal 
independientemente de la experiencia de los individuos o de su consciencia valorativa. 

Ética materia de los valores, el objetivismo ontológico cristiano o la teoría de las 
necesidades; son los tres exponentes de estas tesis. 

La ética material de los valores: considera que existe un orden de valores previo a 
cualquier orden jurídico y social. Sus autores más representativos son Max Scheler y 
Nicolai Hartmann. Dichos valores objetivos, similares a las ideas platónicas, serían 
aprehensibles por la intuición. 

El objetivismo ontológico: parte de la existencia de unas exigencias objetivas derivadas 
de la dignidad humana, universales y que tienen un fundamento ontológico que las sitúa 
al margen de las apreciaciones subjetivas. En suma, consideran la dignidad como 
cualidad intrínseca de la persona, y como fundamento de los DDHH. Destacan en esta 
fundamentación autores como Cotta, Finnis, Kriele Jonas, Buber, etc.  

-Las tesis subjetivistas de la fundamentación de los DDFF: consideran la autonomía 
humana -la libertad- como fuente de todos los valores. El iusnaturalismo subjetivista, el 
individualismo o el libertarismo, son corrientes que integran estas tesis. 

                                                 
[10]

 HIERRO LIBORIO.L. "Los derechos humanos. Una concepción de la justicia". Ed. Marcial Pons.2016. p.53-59 
[11]

 PÉREZ LUÑO, A.E. " Derechos Humanos. Estado de Derecho y Constitución". Ed. Tecnos. 10ª edición 2010.  p.182-186; 
con cita de HELLER, A. "Hipótesis para una teoría marxista de los valores"., Editorial Grijalbo1974. p.33. 
[12]

PÉREZ LUÑO, A.E. " Derechos Humanos. Estado de Derecho y Constitución". Ed. Tecnos. 10ª edición 2010.  p.134-189. 
En la misma línea:  MEGÍAS QUIRÓS, J. J. "Manual de Derechos Humanos". Thomson Aranzadi. The Global Law Collection. 
2006. p.163-202. 



 

 

 

Dentro de las corrientes liberales de fundamentación de los derechos destaca K. 
POPPER, que sitúa la libertad en la fundamentación de todos los derechos, hasta el 
punto de negar la existencia de valores o principios objetivos, pues cada persona 
debería hallar cuáles son tales principios. Es una teoría que funda los derechos civiles y 
políticas y que sitúa en segundo plano o, directamente niega, los derechos sociales. En 
la tensión entre libertad e igualdad, la primera sala como clara vencedora

[13]
. En la 

misma línea Friedrich VON HAYEK, que alzaprima como primer valor la libertad, que ha 
de preservarse incluso ante la existencia de diferencias sociales. No considera que las 
diferencias sociales sean un problema de justicia, pues la relación entre personas libres 
de acuerdo con el orden natural no puede conllevar injusticias

[14]
.  

Dentro de las corrientes individualistas es imprescindible mencionar a J. RAWLS, en su 
Teoría de la Justicia

[15]
, define la justicia como imparcialidad y considera que cada 

persona posee una inviolabilidad fundada en la justicia que ni siquiera el bienestar de la 
sociedad en conjunto puede atropellar; por ello la justicia niega que la pérdida de liberad 
para algunos se vuelva justa por el hecho de que un mayor bien es compartido por 
todos.  En una sociedad justa -afirma Rawls- las libertades de la igualdad de ciudadanía 
se dan por establecidas definitivamente; los derechos asegurados por la justicia no 
están sujetos a regateos políticos ni al cálculo de los interese sociales. Rawls reconoce 
el iusnaturalismo de su planteamiento, por lo que los derechos dependen solo de ciertos 
atributos naturales cuya presencia puede comprobarse mediante la razón natural

[16]
. 

El alumno aventajado de J. RAWLS, R. DWORKIN,
[17]

 considera que "los derechos 
representan la promesa que la mayoría hace a las minorías de que la dignidad y la 
igualdad de éstas serán respetadas", y ello partiendo de que el Derecho expresa en una 
sociedad democrática, la opinión que tiene la mayoría de lo que es el bien común. 
DWORKIN parte de que los derechos individuales son triunfos políticos en manos e los 
individuos; los cuales tienen derechos cuando, por alguna razón, una meta colectiva no 
es justificación suficiente para negarles lo que, en cuanto individuos, desean tener o 
hacer, o cuando no justifica suficientemente que les imponga aluna pérdida o 
perjuicio

[18]
. Dworkin considera que las instituciones sobre la justicia no sólo presuponen 

que la gente tiene derechos, sino que entre éstos hay uno que es fundamental y 
axiomático, al que denomina "derecho a la igual consideración y respeto", en el que se 
evidencia que la dignidad es el fundamento axiológico de los derechos, para nuestro 
autor.  

En una postura más extrema -dentro ya del anarco capitalismo- se sitúa, en fin, 
ROBERT NOZICK, que considera que la existencia de individuos autónomos hace 
moralmente condenable cualquier intento de sacrificar los derechos de unos en 
beneficio de los otros. Reduce la lista de derechos a vida, salud, libertad y propiedad, a 
los que añade las garantías de esos derechos. Se ocupa fundamentalmente de justificar 
la propiedad y critica -por inmoral- toda distribución del excedente derivado de la 
cooperación social. Cualquier injerencia estatal en la esfera de tales derechos se 
considera una violación, de forma que el Estado queda reducido a un Estado-mínimo 
cuyo único fin es garantizar tales derechos mediante el monopolio de la violencia

[19]
. 

                                                 
[13]

 PÉREZ LUÑO, A.E. " Derechos Humanos. Estado de Derecho y Constitución". Ed. Tecnos. 10ª edición 2010.  p.149. 
[14]

 MEGÍAS QUIRÓS, J. J. "Manual de Derechos Humanos". Thomson Aranzadi. The Global Law Collection. 2006. p.194. 
[15]

 RAWLS, J. "Teoría de la justicia". Ed. Fondo de cultura económica. 2014. Traducción de María Dolores González. p.17 
[16]

 PÉREZ LUÑO, A.E. " Derechos Humanos. Estado de Derecho y Constitución". Ed. Tecnos. 10ª edición 2010.  p.158, citando 
a RAWLS. ob, cit edición de 1974. p.558 
[17]

 DWORKIN, R. "Los derechos en serio". Ed. Ariel Derecho. 2012. Traducción de Marta Guastavino. p.302-303 
[18]

 DWORKIN, R. "Los derechos en serio". Ed. Ariel Derecho. 2012. Traducción de Marta Guastavino. p.37 
[19]

 PÉREZ LUÑO, A.E. " Derechos Humanos. Estado de Derecho y Constitución". Ed. Tecnos. 10ª edición 2010.. p160- 162. 



 

 

 

-Las tesis intersubjetivistas de la fundamentación de los DDFF: consideran que el 
fundamento de los derechos está en ser valores intrínsecamente 
comunicables,  categorías que al expresar necesidades social e históricamente 
compartidas permiten suscitar un consenso generalizado sobre su justificación. La teoría 
de las necesidades y la teoría consensual de la verdad son las corrientes más 
destacadas. 

La teoría consensual de la verdad se plasma en la ética discursiva de Jürgen 
HABERMAS o la pragmática trascendental de KARL-OTTO APEL. Ambos coinciden en 
fundamentar los DDHH en el diálogo entre personas racionales que desinteresadamente 
persiguen un acuerdo de valor universal

[20]
.Se trata de alcanzar el auténtico consenso a 

través de un conjunto de garantías que aseguran una situación comunicativa ideal que 
hacen posible una argumentación libre de condicionantes. En definitiva los valores no 
dependen de evidencias lógicas (objetivismo), ni empíricas (subjetivismo positivista), 
sino de un consenso racional obtenido a partir de las exigencias procedimentales de una 
situación comunicativa ideal

[21]
.  

Para la Teoría de las necesidades,
 [22]

 integrada en la Escuela de Budapest (Lukás, 
Márkus, Heller, Fehér), y cuyo mejor exponente es AGNES HELLER, las necesidades 
humanas se clasifican en necesidades naturales (medios de subsistencia), necesidades 
necesarias (que permiten a la persona desarrollarse en sociedad) y las necesidades 
radicales (preferencias axiológicas conscientes sobre cuestiones sociales). Los DDHH 
se fundamentan en la medida en que contribuyen a satisfacer estas necesidades 
humanas. En este sentido, los valores, en cuanto categorías axiológicas, se entienden 
como formas de preferencias conscientes sobre objetivaciones sociales generalizables. 
Tales preferencias, al ser expresión del carácter genérico de las personas, se justifican y 
legitiman a través del "consenso social intersubjetivo". La validez universal del valor se 
obtiene así de su fundamentación intersubjetiva.  

 
2.3.- Las necesidades humanas como fundamento de los Derechos. La tensión de los 
valores individuales y colectivos como esencia del ser humano y la dignidad como punto 
de equilibrio.  

La fundamentación de los derechos por la que finalmente nos decantamos está muy 
próxima a las conclusiones de  AGNES HELLER y, por tanto, de PÉREZ LUÑO. 

La que proponemos, en efecto, es una fundamentación ético-materialista, que concibe 
los valores como expresiones de la satisfacción de necesidades de la naturaleza 
humana,  proyectada en la esencial tensión individuo-grupo; naturaleza que es el 
resultado actual de la evolución de la especie en un proceso de selección multinivel: 
individuo-grupo. 

Para empezar, es obvio que existe un consenso generalizado de los gobiernos en torno 
a los DDHH;  conviene, sin embargo, hallar las razones de ello. 

Para ello, hay que considerar el concepto de "valor", pues los DDHH, además de 
derechos y principios, son valores. Entendemos por valor una decisión de preferencia 
sobre conductas que se califican de buenas, y que es  generalmente compartida. En 

                                                 
[20]

 MEGÍAS QUIRÓS, J. J. Manual de DDHH. Thomson Aranzadi. The Global Law Collection. 2006. p.163-164. 
[21]

 PÉREZ LUÑO, A.E. " Derechos Humanos. Estado de Derecho y Constitución". Ed. Tecnos. 10ª edición 2010. p165-170. 
[22]

 PÉREZ LUÑO, A.E. " Derechos Humanos. Estado de Derecho y Constitución". Ed. Tecnos. 10ª edición 2010. p.170-171 



 

 

 

suma, como propone PECES BARBA, el fundamento de los valores, y por tanto de los 
derechos, se halla en el ámbito de la moral.  

Sin embargo, tal respuesta es incompleta si no intentamos formular una genealogía de 
la moral. ¿Por qué valoramos algo como bueno? 

La respuesta, a mi entender, ha de partir de la naturaleza humana hoy, es decir, de la 
forma de ser de las personas y de los grupos en la situación evolutiva actual de la 
humanidad.  

En este punto, resulta enormemente esclarecedora la genealogía de los valores de 
EDWARD O. WILSON

[23]
, padre de la Sociobiología, que formula una teoría evolutiva 

basada en la selección multinivel; conforme a la cual la evolución funciona a un doble 
nivel de selección entre individuos y entre grupos. Según WILSON, la selección 
individual es el resultado de la competencia para la supervivencia y la reproducción 
entre los miembros del mismo grupo, y modela al individuo en referencia a los demás 
miembros del mismo grupo. Los instintos egoístas son dominantes en este nivel. Al 
contrario, la selección entre grupos consiste en la competición entre sociedades, sea por 
el conflicto directo, sea mediante la competencia en diferencias al explotar el medio 
ambiente. La selección de grupos fomenta los instintos altruistas (empatía, solidaridad, 
compasión, caridad, altruismo...), respecto de los miembros del mismo grupo- no de otro 
distinto-. En la evolución social genética -continúa razonando WILSON- hay una regla de 
hierro según la cual los individuos egoístas vencen a los altruistas; mientras que los 
grupos de individuos altruistas se imponen sobre los grupos de egoístas. 

Esta selección multinivel explica que si la selección natural se hubiera producido 
exclusivamente en el nivel de los individuos, las sociedades humanas no existirían. Al 
contrario, si la evolución hubiera sido exclusivamente en el nivel de los grupos, las 
sociedades humanas se asemejarían a las colmenas de abejas o a los hormigueros; 
integradas de individuos indistintos, cuyo único sentido es su función en el grupo.  

La naturaleza humana actual es, pues, el resultado de miles de años de evolución en 
esos dos niveles: individuo y grupo, y la tensión entre ambos polos es inescindible de 
nuestra realidad actual. 

Desde esta perspectiva -sostiene WILSON- las necesidades del individuo y las del grupo 
se han proyectado en conductas que son valoradas positiva o negativamente en función 
de su funcionalidad a la evolución de la especie. Lo que denominamos "virtudes": 
altruismo, empatía, solidaridad, compasión, generosidad, fraternidad; son valores del 
grupo; al contrario, el individualismo, la competitividad, el egoísmo, en suma, la ley del 
más fuerte, son contravalores del individuo. Y son contravalores porque, como afirma 
WILSON en una versión biológica de la definición aristotélica del humano como "zoon 
politikon", los individuos están gobernados por uno de los impulsos humanos más 
poderosos: la formación de grupos. Todo individuo es un buscador compulsivo de 
grupos, desde el más elemental hasta el más complejo: pareja, familia, partido político, 
clase social, sindicato,  grupo étnico, nación, sociedad de naciones, no son sino 
evidencias empíricas de esta máxima. 

Pues bien, la regla de oro de todo sistema moral es bien reveladora: "no hagas a los 
demás lo que no quieras que te hagan a ti". Esta regla ha sido base de religiones más 
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 WILSON, E.O. " La conquista social de la tierra". Ed.  Traducción de Joandomènec Ros. Ed. Random House Mondadori. 
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extendidas y de las más variadas formulaciones, destacando entre todas la del 
imperativo categórico kantiano: " Obra sólo según una máxima tal que puedas querer al 
mismo tiempo que se torne en ley universal". 

No es difícil intuir que esta regla expresa el mínimo necesario imprescindible para que 
cualquier grupo humano subsista; pues la regla misma presupone la existencia de la 
persona en el seno de un grupo y regula sus relaciones con los demás individuos del 
mismo. Toda moral, pues, es en mayor o menor medida una expresión de las máximas 
que son necesarias para lograr la subsistencia de todo grupo de individuos humanos.  

¿Y cómo nos lleva todo ello a formular una fundamentación de los DDHH?  

Los DDHH son valores, y por tanto, expresiones de preferencia que provienen de la 
satisfacción de las necesidades propias de la naturaleza humana; una naturaleza 
ambivalente, con una permanente tensión individuo-grupo; que tiene su proyección en 
las interminables dialécticas entre libertad- igualdad; individualismo-colectivismo; 
capitalismo-socialismo, derecha-izquierda, etc. 

Aceptar la realidad dual de la naturaleza humana conlleva aceptar que existen 
necesidades de individuo y de grupo, que precipitan en valores que, finalmente, han 
cristalizado en las tablas de derechos humanos de todos conocidas.  

No fue una casualidad el momento histórico en que se produce la aceptación universal 
de los DDHH, y en particular de la "dignidad" como buque insignia de los mismos,  tras 
las dos Guerras Mundiales que asolaron el mundo en el Siglo XX, con un nivel de 
potencialidad destructiva de las armas, jamás vivido hasta entonces. Al contrario, el 
inusitado consenso de los gobiernos sobre los Derechos Humanos fue más bien una 
necesidad, derivada del abismo de horror al que acababa asomarse la humanidad, que 
produjo la clara conciencia de que la "cultura de la guerra", el "Iure belli ac pacis" vigente 
hasta entonces,  en aquel estado de cosas acercaba a la especie a su completa 
destrucción. Por ello, el principio de prohibición el uso de la fuerza empezó a consolidar 
como principio fundamental del Derecho internacional actual (art.2.3 y 2.4 Carta 
ONU

[24]
), primero en la Convención Drago-Porter, de 1907, después en el Tratado de 

Versalles y en fin, en el Pacto Briand-Kellog, que suprimió la guerra como forma 
ordinaria de solución de conflictos entre Estados soberanos

[25]
.  En suma, al iniciarse  la 

era nuclear, la guerra no podía continuar siendo el medio ordinario de resolución de 
conflictos entre Estados. 

Partiendo de ello, en las tablas de derechos también podemos observar esa dualidad 
individuo-grupo peculiar del fenómeno humano. Los DCP y los DESC son una clara 
muestra de ello. Los derechos civiles: vida, integridad, intimidad... satisfacen 
necesidades del individuo; los derechos sociales y culturales satisfacen necesidades de 
los grupos; y los derechos políticos, suponen la satisfacción de las necesidades de 
participación del individuo en el grupo: la democracia. Todo derecho humano, por tanto, 
no es sino un instrumento para satisfacer una necesidad de los individuos o de los 
grupos. 
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 Art.2.3 Carta ONU: Los Miembros de la Organización arreglarán sus controversias internacionales por medios pacíficos de 
tal manera que no se pongan en peligro ni la paz y la seguridad internacional ni la justicia.                
Art.2.4. Carta ONU: Los Miembros de la Organización, en sus relaciones internacionales, se abstendrán de recurrir a la 
amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado, o en cualquier otra 
forma incompatible con los Propósitos de las Naciones Unidas.-. 
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Como clave de bóveda, que sostiene el delicado equilibrio entre individuo-grupo, se 
sitúa la dignidad: la consideración de la persona como un fin en sí misma, y el libre 
desarrollo de la personalidad, que sirve de pieza de encaje entre lo individual y lo 
colectivo, sin que ninguno de los dos polos dialécticos ensombrezca de tal forma al otro, 
que se desfigure la naturaleza humana, irremisiblemente transida de la tensión 
individuo-grupo, fruto de siglos de evolución multinivel. En suma, como sintetizó 
M.Bakunin frente al fantasma de la dictadura del proletariado que se cernía sobre 
Europa "libertad sin socialismo, es privilegio, injusticia; socialismo sin libertad es 
esclavitud y brutalidad".  

De esta forma, la dignidad juega el papel de valor básico y guardián del equilibrio 
entre el individuo y el colectivo. 

Cuando el individuo es una mera herramienta para satisfacer los intereses del grupo, 
deja de ser un ser digno. Existe, por ello, una conciencia comúnmente compartida de 
que la vida humana, algo irrepetible y único para cada persona,  merece ser vivida como 
un fin en sí misma (la búsqueda de la felicidad, característica de los textos americanos), 
sin que pueda convertirse en el instrumento para servir a los fines de otros. Difícilmente 
se hallará proposición que suscite mayor consenso que la de "todo el mundo tiene 
derecho a buscar su propia felicidad". De ahí la prohibición de la esclavitud, de la tortura, 
de los tratos degradantes, de la servidumbre o los trabajos forzados, en suma, de la 
cosificación. Al contrario, la vida del individuo en el grupo precisa para un libre desarrollo 
que el grupo atienda a las necesidades del individuo, los derechos económicos, sociales 
y culturales, los derechos de los grupos vulnerables son una buena muestra de ello; y 
todos ellos, en mayor o menor medida, comportan altruismo, fraternidad, igualitarismo; 
en suma, el sacrificio de los intereses de unos individuos en aras del auxilio de otros, lo 
que no hace sino cohesionar al grupo. Igualdad y solidaridad son los valores de 
cohesión. En este sentido,  la "ley del más débil", a que alude FERRAJOLI

[26]
, no es sino 

la regla básica de los grupos, pues -como sostiene WILSON- los grupos de altruistas 
superan irremisiblemente a los de egoístas. En fin, la participación del individuo en el 
grupo, la intervención, control y crítica de las decisiones de éste, en suma, la 
democracia, es también una necesidad del individuo que garantiza que participará en la 
toma de decisiones y que el grupo satisfará las necesidades de la mayoría, mientras que 
la dignidad del individuo actúa de barrera frente a las "dictaduras de la mayoría"; 
mayoría que no puede disponer de los Derechos Humanos, sino que está obligada a 
protegerlos (democracia sustancial). Se trata la dignidad del derecho "fundamentalísimo" 
a que se refiere DWORKIN y define como el derecho a igual consideración y respeto. El 
valor de dignidad tiene así innumerables proyecciones, como la que considera una 
injusticia encarcelar a alguien sobre la base de un juicio referente a una clase o a una 
mera predicción, por más certera que sea, porque de esa forma se le niega su derecho 
a ser igualmente respetado como individuo

[27]
; esto es, su dignidad. 

 Desde esta fundamentación ético-materialista, que concibe los valores como 
expresiones de la satisfacción de necesidades de la naturaleza humana dual (individuo-
grupo); es fácil deducir las características de los derechos y la principal de todas ellas, la 
inherencia.  

El individuo ingresa en el grupo "humanidad", por el mero hecho del nacimiento, de ahí 
que, como propone el artículo 1 de la DUDHH "todos los seres humanos nacen libres e 
iguales en dignidad y derechos"; la pertenencia al grupo genera como primera obligación 
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la de "comportarse fraternalmente los unos con los otros", como reza el citado precepto. 
En fin, el reconocimiento de la dignidad del individuo es la base de la libertad, la justicia 
y la paz en el mundo, que no son sino los máximos exponentes de los valores 
colectivos.  

Como relata S.RODOTÀ, la revolución de la dignidad es el legado del constitucionalismo 
de posguerra del S XX, aparece en las constituciones italiana de 1947 (art.3

[28]
 y 41) 

y  alemana de 1949 (art.1.1)
[29]

, que enmarcan cronológicamente la DUDH de 1948 y se 
proyecta en una nueva antropología: el "homo dignus", que supone una síntesis entre 
libertad e igualdad reforzadas al ser ambas fundamento de la democracia

[30]
. 

Concluimos, pues, que la fundamentación de los DDHH se halla en las necesidades 
básicas derivadas de la naturaleza humana, como producto de siglos de evolución a dos 
niveles: individual y grupal; y la tensión entre ambos polos, inseparable en la naturaleza 
actual de los individuos, mantiene su equilibrio con el reconocimiento de la dignidad. De 
esta forma: libertad, igualdad, justicia y solidaridad no son sino el condensado axiológico 
de las necesidades humanas básicas de los individuos en el seno de la sociedad, que 
confluyen en la dignidad como valor básico y guardián del equilibrio entre el individuo y 
el colectivo. 

3.- La dignidad y su reconocimiento constitucional. 

 

3.1.- La dignidad en la CE 
Una vez ensayada una fundamentación propia de los DDFF, conviene ahora descender 
a la arena de la  práctica y analizar la dignidad, como fundamento de dichos derechos, y 
su reconocimiento constitucional en el ordenamiento jurídico. Por tanto, trataremos de 
desbrozar el alcance y sentido jurídico de la dignidad en nuestro sistema constitucional 
concreto.  
 De la dignidad se habla en cuatro ocasiones en el texto de la CE de 1978: 
-En el Preámbulo, cuando se proclama la voluntad de la Nación española de: "promover 
el progreso de la cultura y de la economía para asegurar a todos una digna calidad de 
vida". 
- En el Título Primero, el art.10 1 dispone que "La dignidad de la persona, los derechos 
inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la 
ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social." 
- En el Capítulo III del Título Primero; el art.47 CE dispone que "Todos los españoles 
tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada". 

- En el Título II; el art.57.2 2  establece que "El Príncipe heredero, desde su nacimiento o 
desde que se produzca el hecho que origine el llamamiento, tendrá la dignidad de 
Príncipe de Asturias y los demás títulos vinculados tradicionalmente al sucesor de la 
Corona de España"  

De estas cuatro menciones, nos centraremos en la del art.10.1 CE, pues la dignidad del 
cargo de Príncipe responde al concepto decimonónico y trasnochado del término, propio 
del constitucionalismo histórico

[31]
; mientras que la dignidad como atributo de la calidad 

de vida o de la vivienda no son sino reflejos del concepto humanista y democrático de 
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 Art.3.pfo1 de la Constitución Italiana de 1947: " Todos los ciudadanos tendrán la misma dignidad social y serán iguales ante 
la ley, sin distinción de sexo, raza, lengua, religión, opiniones políticas ni circunstancias personales y sociales" 
[29]

  Art.1 LF. Bonn: "La dignidad humana es intangible. Respetarla y protegerla es obligación de todo poder público" 
[30]

 RODOTÀ, S. "El derecho a tener derechos".  Trad. José Manuel Revuelta. Ed. Trotta. 2014. p.169-186. 
[31]

 RUIZ LAPEÑA, R. "La dignidad y sus manifestaciones en el ordenamiento constitucional español"; en CHUECA, R. 
"Dignidad humana y derecho fundamental". Ed. Centro de Estudios Políticos y Constitucionales. 2015. p.335-360. 



 

 

 

dignidad que se contiene en el art.10.1 CE, y que se incorpora con 30 años de retraso a 
nuestro constitucionalismo. 

La dignidad, por lo demás, tiene entrada en la Constitución y en la interpretación de los 
DDFF por la vía del art.10.2 CE, a cuyo efecto hay que tener en consideración el 
reconocimiento de la dignidad humana por los principales textos de DDHH. Así, en el 
art.1, 22,23 DUDH; art.10 PIDCP; art.13 PIDESC y Título I y art.1 de la CDFUE. 

  
3.2.- La doctrina del TC sobre la dignidad 

Todo análisis de la doctrina constitucional sobre la dignidad pasa ineludiblemente por 
advertir que dicha doctrina, si bien tiene zonas de claridad, como la de formulación del 
concepto; presenta también notables sombras interpretativas, como la que atañe a  la de 
su naturaleza y efectos, que la alejan de la seguridad y certeza exigibles de lo que la 
propia CE predica de la dignidad en su propio art.10.1 como -nada menos- que el 
fundamento mismo del orden político y la paz social.  

 Empezando por las luces, el TC al interpretar el art.10.1 asume el concepto kantiano 
de dignidad, esto es, la persona como fin en sí misma. (STC 181/2004, de 2 de 
noviembre F.13.); y ello a pesar de que el propio TC, en alguna ocasión, se ha resistido 
a identificar la dignidad y otros valores con "construcciones dogmáticas concretas" que 
no pueden servir de parámetros de constitucionalidad (STC 150/1991, de 4 de junio, F. 
4).  

 A la hora de definir la dignidad el TC ha manifestado reiteradamente que la dignidad 
es un valor espiritual y moral inherente a la persona, que se manifiesta 
singularmente en la autodeterminación consciente y responsable de la propia vida y 
que lleva consigo la pretensión al respeto por parte de los demás

[32]
.   

El TC la considera como el valor jurídico fundamental, germen o núcleo de unos 
derechos «que le son inherentes», y dentro del sistema constitucional se considera 
como el punto de arranque, como el prius lógico y ontológico para la existencia y 
especificación de los demás derechos. (STC 53/1985, F.3) 

 En otras ocasiones
[33]

, dando un paso más, el TC la ha conceptuado como 
un  "derecho de todas las personas a un trato que no contradiga su condición de ser 
racional igual y libre, capaz de determinar su conducta en relación consigo mismo y su 
entorno, esto es, la capacidad de «autodeterminación consciente y responsable de la 
propia vida», así como el libre desarrollo de su personalidad (art. 10.1 CE). " 

En este sentido, parece que el contenido de la dignidad
[34]

, según el TC, es dual: 

- Autodeterminación consciente y responsable de la propia vida, capacidad de 
determinar la conducta en relación consigo mismo y con su entorno, que parece 
identificarse con el libre desarrollo de su personalidad.  
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 STC 53/1985, de 11 de abril, F.8; STC 115/2010, de 24 de noviembre, F.3; 
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 STC 192/2003, de 27 de octubre, F.7 
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 STC 53/1985, de 11 de abril, F.8 y 11; TC 120/1990, de 27 de junio, F.4; STC 214/1991, de 11 de noviembre, F.8, STC 
91/2000, de 30 de marzo, F.7; STC 192/2003, de 27 de octubre, F.7; STC 181/2004, de 2 de noviembre,. f. 13. 



 

 

 

- Derecho a un trato que no contradiga la condición humana de ser racional igual y 
libre, es decir, pretensión al respeto por parte de los demás. Ello impide considerar a 
la persona como un medio y, por tanto, su "patrimonialización"

[35]
; lo cual tiene su 

indudable importancia en el seno del Derecho del Trabajo. Esta faceta de la dignidad 
comporta la prohibición de tratos vejatorios y degradantes o el derecho a no a sufrir 
humillaciones

[36]
; cuya proyección laboral es, con toda claridad el acoso, sea sexual o 

por razón de sexo (art.7 LOIMH) o sea acoso laboral (art.4.2e) ET y art.54 g ET). 

Por tanto, sí existe un contenido sustantivo de la dignidad en la CE, identificable con 
la autodeterminación consciente, la prohibición de la cosificación y un derecho a un trato 
respetuoso, al contrario de lo que sostienen algunas autoras

[37]
. El hecho de que a la 

dignidad no se la considere un derecho susceptible de amparo (STC 120/1990, entre 
otras), no puede suponer que carezca de contenido propio, sino -a lo sumo- de 
contenido propio susceptible de amparo constitucional.  

En este contenido doble, podemos reconocer el concepto kantiano al que hemos hecho 
mención con anterioridad: "la persona como fin en sí misma"; que implica, es obvio, la 
autodeterminación consciente y responsable de la propia vida y el respeto del grupo al 
individuo como ser racional y libre.  

Hay autores
[38]

 que distinguen dignidad y libre desarrollo de la personalidad, 
fundamentalmente porque el art.10.1 CE hace mención separada de ellos, y consideran 
que la dignidad sería garantía de igualdad; mientras que el libre desarrollo de la 
personalidad sería una tutela de libertad máxima.  Sin embargo, a mi entender, la 
condición de iguales y libres de las personas  no son sino los dos componentes 
necesarios de la dignidad, pues hacen referencia a los valores que expresan las 
necesidades básicas del individuo (libertad) y del grupo (igualdad). En suma, no es 
concebible la dignidad sin igualdad, de ahí el especial énfasis a la dignidad en la 
doctrina antidiscriminatoria del TC, según la cual los criterios odiosos del art.14 CE: 

 
"representa(n) una explícita interdicción de determinadas diferencias históricamente 
muy arraigadas y que han situado, tanto por la acción de los poderes públicos como 
por la práctica social, a sectores de la población en posiciones, no sólo 
desventajosas, sino contrarias a la dignidad de la persona que reconoce el art. 10.1 
CE

[39]
  

 Y al contrario, tampoco puede darse la dignidad sin libertad, como bien sostiene el TC 
en su STC 93/1992, de 11 de junio, F.8, donde vincula el principio general de libertad a 
los arts.1.1 y 10.1, que "autorizan a los ciudadanos a llevar a cabo todas aquellas 
actividades que la Ley no prohíba, o cuyo ejercicio no subordine a requisitos o 
condiciones determinadas." 

Por tanto, el concepto kantiano de dignidad y el contenido de la misma parecen 
cuestiones claras para la doctrina del TC. No tan clara, y más discutible, nos resulta la 
naturaleza de la dignidad, dadas las sombras que en este punto proyecta la doctrina 
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 STC 212/1996,  de 19 de diciembre, F.8; STC 116/1999, de 17 de junio, F.11 
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 STC 57/1994, 28 febrero.  
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[39]
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del TC, que ciertamente no parece terminar de concretarla: ¿valor, principio, bien 
jurídico o derecho?  

El TC la ha calificado la dignidad como valor (STC 53/1985, de 11 de abril, F.8; ), como 
principio (vid. ATC 241/1985, 17 abril, F.1); como bien jurídico (STC 2/1982, de 29 de 
enero, F.5)  y como derecho en alguna ocasión (STC 192/2003, de 27 de octubre, F.7). 
Sin embargo, el optimismo que pueda inicialmente producir el torrente de naturalezas 
diversas que nos brinda el TC sobre la dignidad, se desvanece desde el momento en 
que ha negado reiterada y categóricamente a la dignidad su condición de derecho 
fundamental, por un lado, y su acceso al recurso de amparo, por otro; y, en 
coherencia, ha negado que su desarrollo exija ley orgánica.  

En efecto, el TC ha mantenido que la dignidad:  

 -no es un derecho fundamental (ATC 149/1999, de 14 de julio, F.2): 

 no es susceptible de recurso de amparo de forma autónoma[40]: 

 no está sujeta a su desarrollo por Ley Orgánica (STC 116/1999, de 17 de 
junio, F.4): 

Queda claro, pues, que en nuestro ordenamiento, a diferencia de otros de nuestro 
entorno, como el Alemán (art.1 LF. Bonn)

[41]
, o el francés

[42]
 la dignidad no es un derecho 

fundamental, lo cual, no deja de ser una aporía cuando se la considera  el fundamento 
mismo de todos los DDFF.  

Por otro lado, esta concepción de la dignidad como excluida de la tabla de DDFF 
contrasta también con la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea, en 
cuyas explicaciones sobre el art.1 CDFUE (2007/C-303/02), se dice que " la dignidad de 
la persona humana no sólo es en sí un derecho fundamental, sino que constituye la 
base misma de los derechos fundamentales".  

Por ello, la doctrina del TJUE no ha dudado en considerarla como un derecho 
fundamental. Así, por ejemplo, en la STJUE 9 octubre 2001, Caso Países Bajos c. 
Parlamento Europeo, Asunto C-377/98, el TJUE afirma con rotundidad (F.70):  

"Corresponde al Tribunal de Justicia, al controlar la conformidad de los actos de las 
instituciones con los principios generales del Derecho comunitario, velar por que se 
respete el derecho fundamental a la dignidad humana y a la integridad de la 
persona." 

 En efecto, volviendo a nuestro derecho interno, cuesta de entender que la dignidad no 
sea un derecho cuando los DDFF están fundamentados en ella. Sin embargo, el TC 
parece situarla en el terreno axiológico, y de ella resultan los DDFF como su "traducción 
normativa" (STC 113/1995, de 6 de julio F.6), sin perjuicio de considerar que la dignidad 
de la persona  conforma, junto con el libre desarrollo de la personalidad, las bases de 
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nuestro sistema de derechos fundamentales (STC 212/2005, de 21 de julio, F. 4;  STC 
133/2006, de 27 de abril, F.7). A ello hay que oponer que el art.10.1 CE es una norma, 
con el máximo rango de nuestro ordenamiento y, por tanto, con unas consecuencias 
jurídicas concretas, por ejemplo, como canon de constitucionalidad de las leyes.  

 No obstante, descartada su naturaleza de derecho de forma incomprensible por nuestro 
TC, la dignidad ha venido a aproximarse, si no a identificarse con el contenido mínimo 
irrenunciable de los derechos, esto es, con el contenido esencial y, por tanto, con 
una función de barrera o límite de límites. En este punto, nuestro TC parece hacerse 
eco de la doctrina alemana construida en torno al art.1.1 LFB

[43]
, que al otorgar a la 

dignidad humana el atributo de intangibilidad, le aparta de los procesos de ponderación, 
típicos de los conflictos entre derechos; exactamente como ocurre con el contenido 
esencial que, según la CE (art.53.1) debe ser respetado "en todo caso".  

Así, el Tribunal Constitucional Alemán ha afirmado que "en la medida en que el derecho 
general de la personalidad es expresión directa de la dignidad humana, los límites 
actúan sin la posibilidad en absoluto de buscar un equilibrio entre bienes."

[44]
 La 

asunción de tal doctrina parece evidente en la STC 57/1994, de 28 de febrero, F.3: 

"... La regla del art. 10.1 CE, proyectada sobre los derechos individuales, implica 
que la dignidad ha de permanecer inalterada cualquiera que sea la situación 
en que la persona se encuentre, constituyendo, en consecuencia, un 
minimum invulnerable que todo estatuto jurídico debe asegurar, de modo que 
las limitaciones que se impongan en el disfrute de derechos individuales no 
conlleven un menosprecio para la estima que, en cuanto ser humano, merece 
la persona, aunque «sólo en la medida en que tales derechos sean tutelables 
en amparo y únicamente con el fin de comprobar si se han respetado las 
exigencias que, no en abstracto, sino en el concreto ámbito de cada uno de 
aquéllos, deriven de la dignidad de la persona, habrá de ser tomada en 
consideración por este Tribunal como referente» " 

  

En la STC 91/2000, de 30 de marzo, F.7
[45]

, parece que ese "mínimum invulnerable" en 
que consiste la dignidad no sólo es una parte del contenido de los derechos 
(contenido esencial); sino también algunos derechos, que hay que caracterizar como 
absolutos. Por tanto, la dignidad se identificaría de esta forma con el contenido 
esencial de todos los derechos y, además, con los derechos calificados de 
absolutos (torturas, prohibición de esclavitud, etc).  

Esta concepción aproximaría a la dignidad a un concepto referencial sin contenido 
propio, que no cuadra con el contenido que el propio TC le asigna: autodeterminación de 
la persona, prohibición de cosificación y derecho a un trato respetoso; por lo que sería 
deseable que la doctrina del TC se clarificase al respecto, siendo lo más acorde con el 
entorno jurídico de la UE en el que nos hallamos considerar a la dignidad como un DF 
con contenido propio, sin perjuicio de asignarle el contenido referencial: contenido 
esencial de los DDFF y DDFF absolutos, y  sin perjuicio de ser el fundamento del resto 
de DDFF. 

                                                 
[43]

 Sentencia del TC Alemán  Strauss-Karikatur (BVerfGe 75, 369 (80)) 
[44]

 Sentencia del TC Alemán  Strauss-Karikatur (BVerfGe 75, 369 (80)), citada por GÓMEZ ORFANEL, G. "La dignidad de la 
persona en la Grundgesetz"; en CHUECA, R. "Dignidad humana y derecho fundamental". Ed. Centro de Estudios Políticos y 
Constitucionales. 2015. p.60. 
[45]

 Vid. también: STC 192/2003, de 27 de octubre, F.7 



 

 

 

 Otra cuestión de interés en la doctrina del TC, que proyecta una sombra sobre la 
dignidad es la siguiente: ¿cómo puede decirse que la dignidad es el fundamento de 
todos los DDFF y sostener a la vez que no todos los DDFF le son inherentes?  

Tal cuestión se suscitó fundamentalmente la STC 120/1990, de 27 de junio F.4, cuando 
dijo " no significa ni que todo derecho le sea inherente -y por ello inviolable- ni que los 
que se califican de fundamentales sean in toto condiciones imprescindibles para su 
efectiva incolumidad" (de la dignidad) 

Tal afirmación no parece ser acorde a los  Pactos de DDHH ratificados por España. 
Así,  el preámbulo del PIDCP no puede ser más claro al  reconocer que ".. estos 
derechos se derivan de la dignidad inherente a la persona humana";  y el PIDCP -
recordemos- es parámetro de interpretación de los DDFF (art.10.2 CE). Por tanto, en 
principio, los DDHH -todos- derivan de la dignidad y, en tal sentido, la afirmación del TC 
es un tanto exótica. 

En este punto, no sería difícil admitir una mayor conexión o vínculo de la dignidad con 
ciertos derechos, como ha hecho el TC

[46]
, con los derechos a la integridad física y moral 

(art. 15), a la libertad de ideas y creencias (art. 16), al honor, a la intimidad personal y 
familiar y a la propia imagen (art. 18.1) 

[47]
y como han hecho otros Tribunales 

constitucionales como el Alemán
[48]

, o en general el TEDH con el amplio concepto de la 
"privacy

[49]
".   

Sin embargo, admitir la existencia de DDFF inherentes a la dignidad frente a otros que 
no lo son, resulta -cuanto menos- cuestionable. 

Con todo, lo cierto es que la doctrina sobre la existencia de DDFF inherentes a la 
dignidad humana y otros que no lo son se ha venido desarrollando y tomando cuerpo en 
torno a la titularidad de los derechos de las personas extranjeras, en lo que podríamos 
calificar de la criticable doctrina de la "dignidad de geometría variable en función de 
la nacionalidad". Nos remitimos, en este sentido a lo ya dicho al hablar de los derechos 
fundamentales de las personas extranjeras (Capítulo III.1.4.a.3.3 ) y a la doctrina del 
TC

[50]
 que ahí hemos expuesto.  

Decíamos como conclusión -que reiteramos- ,  que si bien es loable la intención del TC 
de fijar unos límites claros al legislador en materia de extranjería, lo cierto es que el 
criterio que se utiliza -el grado de conexión de los derechos con la dignidad- choca con 
la universalidad y la indivisibilidad de los DDFF, y aleja a determinados derechos de la 
dignidad, lo que no deja de ser un contrasentido si tomamos la inherencia, como nota 
esencial de todos los DDFF

[51]
, pues como ya hemos dicho en otro lugar, la inherencia 

no admite gradación. (vid. 1.3.1) 

                                                 
[46]

 STC 53/1985, de 11 de abril. F.8 
[47]

 STC 208/2013, de 13 de diciembre, F.3; STC 231/1988, de 2 de diciembre ,  STC 170/1994, de 7 de junio, STC 176/1995, 
de 11 de diciembre, FJ 5,   STC 203/2015, de 5  : 
[48]

 Sentencia Tagebuch (VVerfGE 80,367); citada por   GÓMEZ ORFANEL, G. "La dignidad de la persona en la Grundgesetz"; 
en CHUECA, R. "Dignidad humana y derecho fundamental". Ed. Centro de Estudios Políticos y Constitucionales. 2015. p.62 
[49]

 STEDH 5 julio de 2011, Caso Avran y otros c. Moldavia. F.36 
[50]

 SSTC 107/1984, de 23 de noviembre, F.3; STC 236/2007, de 7 de julio, F.3 STC 17/2013, de 31 de enero, F.2.   
[51]

 En parecido sentido: SOLANES, A. "Derechos de los inmigrantes"; en PECES-BARBA MARTÍNEZ, G. "Historia de los 
Derechos Fundamentales". Tomo IV, Siglo XX, Volumen V. Cultura de la Paz y Grupos vulnerables. Libro II.  Ed. Dykinson 
2013 p.1174-1183. 



 

 

 

Para terminar,  no podemos dejar de mencionar las funciones de la dignidad en el 
ordenamiento jurídico, que pueden condensarse, siguiendo con algún matiz a RAMOS 
QUINTANA

[52]
 y otros autores

[53]
 en las 5 que siguen: 

- Función normativa: la dignidad es una norma de rango constitucional que sirve de 
parámetro de constitucionalidad de las leyes. 

- Función informadora: en tanto que principio constitucional informa el ordenamiento 
jurídico y goza de un valor aplicativo y no meramente programático como todos los 
principios proclamados en la CE (STC 4/1984, F.1)  

- Función hermenéutica: la dignidad es criterio de interpretación de los DDFF (STC 
2/1982, de 29 de enero, F.5);  y del resto de normas del ordenamiento, de forma que 
toda interpretación que conduzca a un resultado contrario a la dignidad ha de ser 
rechazada, por inconstitucional.    

-  Función integradora: conforme al art.1.4 CC el principio de dignidad presenta la 
utilidad de integrar las lagunas del ordenamiento jurídico.  

- Función de límite de los DDFF: al comportarse como un mínimum identificable con el 
contenido esencial, la dignidad juega como límite a los DDFF cuando colisionan entre sí 
y como contenido inasequible al poder legislativo y a ningún otro poder constituido.  

  

4.- La dignidad en el trabajo y el trabajo decente. Ensayo sobre el contenido 
propio de la dignidad en la relación laboral.  
 

4.1.- Dignidad y trabajo decente 

El Derecho del Trabajo, como disciplina, tiene en la dignidad humana su origen y núcleo 
vertebrador fundamental.  En una relación, como la laboral, que es personalísima, en la 
que el objeto del contrato son los servicios que presta el trabajador, que son 
inseparables de su persona; que está transida de la nota esencial de subordinación; que 
es la puerta de entrada a todos los DDFF en el trabajo y que, en fin, es la fuente de 
procura existencial de los trabajadores/as y sus familias al proporcionarles mediante un 
salario digno la satisfacción de necesidades básicas, como alimentación, vestido, 
educación y vivienda; es obligado concluir, que la dignidad del trabajador es el centro de 
gravedad mismo del Derecho del Trabajo

[54]
, hasta el punto de que en ella radica la 

esencia de esta rama del Derecho, como reconoce la práctica totalidad de la doctrina, 
incluso la de corte más liberal.

[55]
. 

 En el capítulo IV de esta obra hemos analizado la evolución de la dignidad y el trabajo a 
lo largo de la historia, que hemos definido como una historia de la lucha por el trabajo 
digno, por lo que nos remitimos a lo ahí expuesto en todo a lo que atañe al análisis 
histórico de trabajo y dignidad. Nos situamos ahora en un análisis de la realidad actual.  

                                                 
[52]

 RAMOS QUINTANA, M.I. " La dignidad de la persona en las relaciones de trabajo"; en BAYLOS GRAU, A y AAVV "La 
jurisprudencia constitucional en materia laboral y social en el período 1999-2010. Libro homenaje a María Emilia Casas". Ed. La 
ley 2015.   p.254-255 
[53]

 GONZÁLEZ PÉREZ, J. "La dignidad de la persona". Ed. Civitas. Thomson Reuters. 2017. 3ª edición. p.107-125 
[54]

 OJEDA AVILÉS, A. e IGARGUA MIRÓ, M.T. "La dignidad del trabajador en la doctrina del Tribunal Constitucional. Algunos 
apuntes.". RMTAS (Serie Derecho del Trabajo), núm.73. 2008. p.147. 
[55]

  SAGARDOY BENGOECHEA, J. " Los derechos fundamentales y el contrato de trabajo". Ed. Civitas. 2005. p.27, 



 

 

 

Y en efecto, hoy en día, la dignidad humana subyace en el contrato de trabajo como un 
principio esencial que no puede ni debe mantenerse en una simple expresión 
programática (SSTS 24 septiembre 1985 (RJ 1984 4631).  

No ha de extrañarnos, pues, que la dignidad aparezca  generosamente citada en tanto 
en los Textos internacionales como en las normas básicas que atañen a la relación 
laboral. La dignidad en el trabajo, en suma, es un derecho humano ampliamente 
consolidado.  

Así, en la DUDH, su art.22
[56]

 califica la satisfacción de los DESC como indispensable 
para la dignidad y el libre desarrollo de la personalidad y en el art.23 consagra el 
derecho de toda persona a "condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo" (léase 
"dignas"), así como a una remuneración "equitativa y satisfactoria".  

El PIDESC en su art.7 también garantiza unas condiciones de trabajo equitativas y 
satisfactorias que aseguren, entre otras, condiciones de existencia dignas para los 
trabajadores y para sus familias. 

No obstante, el instrumento que más y mejor se ocupa del derecho al trabajo digno es la 
Carta Social Europea, en su art. 26, que bajo la rúbrica "Derecho a la dignidad en el 
trabajo", dispone:  
Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho de todos los trabajadores a la protección 
de su dignidad en el trabajo, las Partes se comprometen, previa consulta con las 
organizaciones de empleadores y de trabajadores:  
1  a promover la sensibilización, la información y la prevención en materia de acoso 
sexual en el lugar de trabajo o en relación con el trabajo, y a adoptar todas las medidas 
apropiadas para proteger a los trabajadores contra dichas conductas;  
2  a promover la sensibilización, la información y la prevención por lo que respecta a 
actos censurables o explícitamente hostiles y ofensivos dirigidos de manera reiterada 
contra cualquier trabajador en el lugar de trabajo o en relación con el trabajo, y a adoptar 
todas las medidas apropiadas para proteger a los trabajadores contra dichas conductas.  

En el ámbito del CEDH, el TEDH ha calificado la dignidad y  la libertad como la esencia 
misma del CEDH (STEDH 29 abril 2002, Caso Pretty, c. Reino Unido. F.65). 

En el marco de la Unión Europea, el art.31.1 de la CDFUE se ocupa de las "condiciones 
de trabajo justas y equitativas", diciendo que "todo trabajador tiene derecho a trabajar en 
condiciones que respeten su salud, seguridad y dignidad".            

En este punto, cabe recordar que el TS viene sosteniendo desde antiguo que la dignidad 
humana subyace en el contrato de trabajo como un principio esencial que no puede ni 
debe mantenerse en una simple expresión programática (SSTS 24 septiembre 1985 (RJ 
1984 4631)  

En efecto, como sostiene VALDÉS DAL-RÉ en su voto particular a la STC 119/2014 

 

                                                 
[56]

 Art.22 DUDH "Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el 
esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la 
satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su 
personalidad" 



 

 

 

" De acuerdo con una interpretación sistemática del conjunto de derechos laborales, 
individuales y colectivos, reconocidos a lo largo del articulado de nuestra Carta 
Magna y origen del proceso de constitucionalización del Derecho del Trabajo, la 
lacónica expresión “derecho al trabajo” del art. 35.1 CE obliga a los poderes 
públicos y, en especial, al legislador a la aprobación de normas y a la 
promoción de acciones políticas enderezadas a facilitar la creación, no de 
cualquier trabajo, sino, por expresarlo en los términos postulados por la OIT, 
de un trabajo “decente” o digno; esto es, un trabajo productivo realizado en 
condiciones de libertad, equidad y seguridad, que permita al trabajador el desarrollo 
de su personalidad y el respeto a su dignidad (art. 10.1 CE) en un marco jurídico en 
el que los derechos de los trabajadores sean reconocidos y activamente defendidos 
y los propios trabajadores cuenten con una adecuada protección social. Por ello el 
Derecho del Trabajo ha sido una pieza esencial en el proceso de construcción del 
Estado social, y sigue siendo un instrumento básico para garantizar que el Estado 
cumpla los fines que así lo caracterizan y que se resumen en procurar una mayor 
igualdad social y, por tanto, en proteger a los sectores sociales menos favorecidos 
(art. 1.1, en relación con el art. 9.2, ambos del texto constitucional)."  

Este voto particular nos da pie a identificar, el trabajo digno con el trabajo decente, 
lo que nos lleva a explorar el programa de trabajo decente de la OIT. Así, en la 87ª 
reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo celebrada en Ginebra en junio de 
1999 se fija con claridad qué se entiende por trabajo decente.  

El trabajo decente es el punto de convergencia de sus cuatro objetivos estratégicos:  

- la promoción de los derechos fundamentales en el trabajo;  

- el empleo;  

- la protección social y el diálogo social.  

Según la Memoria del Director General: ”la finalidad primordial de la OIT es promover 
oportunidades para que los hombres y las mujeres puedan conseguir un trabajo decente 
y productivo en condiciones de libertad, equidad, seguridad y dignidad humana. Esto 
debe orientar las decisiones de la Organización y definir su cometido internacional en los 
próximos años"

[57]
. 

Por tanto, trabajo digno y trabajo decente son conceptos identificables en el marco 
de la OIT,  de forma que el trabajo “decente” o digno es un trabajo productivo realizado 
en condiciones de libertad, equidad y seguridad, que permita al trabajador el desarrollo 
de su personalidad y el respeto a su dignidad (art. 10.1 CE)

[58]
 

 
4.2.-  Ensayo sobre el contenido propio de la dignidad en la relación laboral. 

                                                 
[57]

 El programa del trabajo decente de la OIT puede consultarse en: PROGRAMA TRABAJO DECENTE OIT: 
http://www.ilo.org/public/spanish/standards/relm/ilc/ilc87/rep-i.htm 
[58]

 Voto Particular que formula el Magistrado don Fernando Valdés Dal-Ré a la Sentencia 119/2014, de 16 de julio;  dictada en 
el recurso de inconstitucionalidad núm. 5603-2012, al que se adhieren la Magistrada Doña Adela Asua Batarrita y el Magistrado 
Don Luis Ignacio Ortega Álvarez . 



 

 

 

En nuestro derecho interno, a nivel legal,  la dignidad en el trabajo se plasma no sólo 
como un valor o principio, sino como uno de los derechos básicos de los 
trabajadores, y se cita generosamente a lo largo del ET. Veamos:  

El art.4.2e) ET configura como un derecho la debida consideración a la dignidad, en la 
que incluye la protección frente al acoso por razón de origen racial o étnico, religión o 
convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual, y frente al acoso sexual y al 
acoso por razón de sexo. 

El art.18 ET establece el respeto máximo a la dignidad del trabajador como límite a la 
facultad empresarial  de realizar registros sobre la persona del trabajador, sus taquillas y 
efectos. 

El art.20.3 ET erige la dignidad en límite de los poderes de vigilancia y control 
empresarial.  

El art.39.1 ET contempla la dignidad como límite a la movilidad funcional 

El art.50.1 ET contempla como causa de extinción del contrato por voluntad del 
trabajador las modificaciones sustanciales en las condiciones de trabajo llevadas a cabo 
sin respetar lo previsto en el artículo 41 y que redunden en menoscabo de la dignidad. 

No será el propósito de este capítulo analizar cada una de las expresiones de la 
dignidad en el texto del ET, pues ha ello se han dedicado diversos apartados de este 
trabajo, al analizar los DDFF de los trabajadores como límites a los poderes del 
empresario

[59]
 (art.18 y 20.3 ET); o bien la relación del objeto del contrato con los 

DDFF
[60]

 (art. 27, 39.1, 41 y 50.1 ET). En definitiva, lo que interesa ahora destacar es 
que la dignidad ha aparecido como cuestión transversal en la totalidad de la 
dinámica de la relación laboral como puede observarse a lo largo y ancho de esta 
obra y ello nos lleva a plantearnos una cuestión evidente. 

¿Qué relación tiene la dignidad constitucional del art.10.1 CE con los contenidos 
específicos que proyecta en la relación laboral? 

Tal pregunta deriva de que la dignidad, paradójicamente, aparece como un valor huero 
de concreción -según parte de la doctrina- a nivel constitucional, mientras que a nivel 
legal presenta múltiples manifestaciones concretas.  

En efecto, un sector doctrinal ha desistido a la hora de asignar "contenidos concretos "a 
la dignidad a nivel constitucional, considerando que, a la postre, la dignidad a nivel 
constitucional "carece de contenido sustantivo propio". 

[61]
 Sin embargo, y partiendo de la 

doctrina del propio TC -con la que discrepamos de los puntos antes señalados- 
podemos ensayar un contenido de la dignidad en la relación laboral, relacionado con el 
contenido sustancial que el TC le asigna. 

El contenido de la dignidad, como hemos dicho, según el TC es dual, en síntesis: 
autodeterminación y respeto. A ello, hay que añadir el contenido "relacional" de la 

                                                 
[59]

 Capítulo III.5. 
[60]

 Capítulo III.1.2. 
[61]

 PACHECO ZERGA, L. " La dignidad humana en el derecho del trabajo". Ed. Thomson Civitas. 1ª edición. 2007.  p.130; 
JIMÉNEZ CAMPO, J. "ART.10.1"; en CASAS BAAMONDE , M.E y RODRÍGUEZ PIÑERO, M . Dirs.) ; en Comentarios a la 
Constitución Española, XXX Aniversario, Funación Wolters Kluwer, Madrid, 20009. 0.180 y ss   



 

 

 

dignidad con el resto de DDFF: el contenido esencial de los DDFF, en especial de 
algunos que se hallan en intensa relación con la dignidad y los derechos fundamentales 
absolutos.  

Partiendo de esta triada, las manifestaciones laborales más comunes de la dignidad 
pueden ubicarse en cualquier de los tres elementos de la triada, en la forma que sigue:  

A) Autodeterminación consciente y responsable de la propia vida, capacidad de 
determinar la conducta en relación consigo mismo y con su entorno y libre desarrollo de 
su personalidad.  

Dentro de este apartado pueden ubicarse, sin ánimo exhaustivo, algunas de las 
manifestaciones más habituales de la dignidad en el plano laboral: 

- El derecho al trabajo y a la libre elección de profesión u oficio (art.35.1 CE). El 
contenido esencial de este forma parte de la dignidad, por lo que el legislador no puede 
presumir incapacidad para el trabajo por razón de una determinada edad (STC 22/1981, 
de 22 de julio) por ello las edades máximas para trabajar han de justificarse en políticas 
de empleo, pero no pueden dejar al trabajador sin posibilidad de acceder a rentas de 
sustitución. (STC 22/1981, de 22 de julio, F.8).  Por otro lado, el derecho a la libre 
elección de profesión u oficio forma parte del libre desarrollo de la personalidad y, por 
tanto, entronca con la dignidad. 

- El derecho del trabajador a disponer con absoluta libertad de su tiempo: sea de 
vacaciones, de descanso, o en general, todo aquello que no sea tiempo de trabajo, 
(STC 192/2003, de 27 de octubre, F.7). El contenido tradicional de este derecho pasa 
por el derecho a la limitación de la jornada de trabajo, que despuntaba ya en las 
primeras normas del trabajo. Dentro de este derecho empieza a cobrar fuerza en el 
marco de las TIC el ya bautizado como "derecho a la desconexión". Se cita por la SAN 
94/1997, de 17 de julio; aunque no como derecho con sustantividad propia, sino siempre 
relacionado con otros DDFF (intimidad y secreto de comunicaciones- arts.18.1 y 18.3 
CE). En Francia, la  Loi 2016-1088, de 8 de agosto de 2016, conocida como Loi Travail 
o Loi El Khomri, ha introducido un nuevo apartado 7 al artículo L-2242-8, que contempla 
este derecho. 

- El derecho a un salario digno: El art.35.1 CE reconoce el derecho del trabajador a una 
remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las de su familia; derecho 
que por más que no sea susceptible de amparo (STC 200/1987, de16 de diciembre), es 
un derecho fundamental, que trata de garantizar que el trabajador y su familia puedan 
vivir dignamente de un único empleo  (STC 42/1990, de 15 de marzo, F.4).  La 
conexión de la dignidad con la retribución suficiente del art.35.1 de la CE se 
plasma también en la inembargabilidad del sueldo en la cuantía del salario 
mínimo, fijado por nuestras leyes procesales (vid. art.254. 2 LRJS y 607 LEC). 

El TC, en su conocida STC 113/1989, de 22 de junio, resolvió el conflicto entre la 
tutela judicial efectiva, en su vertiente de la ejecución, y la dignidad humana; 
validando la inembargabilidad  de sueldos y pensiones en la cuantía del SMI, por 
considerar que dicha cantidad está ligada a la satisfacción de las necesidades básicas 
para tildar de digna la existencia humana. 

- La prohibición del trabajo de menores: garantiza el libre desarrollo de la personalidad 
y, por tanto, es un correlato de la dignidad. La imposición de una edad laboral mínima 



 

 

 

tiene una razón de ser específica con la que se pretende garantizar una formación 
básica, dentro de una política encaminada a promover la igualdad real y efectiva de 
todos los ciudadanos y a remover los obstáculos que impidan a éstos el pleno desarrollo 
físico y psíquico de su personalidad; y, aun cuando el proceso de maduración no se 
produzca de la misma forma en todos los individuos, la tipificación viene también 
justificada por la necesidad de uniformar los ciclos educativos y evitar una costosa 
diversificación según el ritmo de evolución de cada niño o adolescente. (STC 22/1981, 
de 22 de julio, F.5). En esta línea se ha decantado el TEDH (STEDH 13 noviembre 
2012, Asunto C.N c. Reino Unido), en un caso de trabajadoras menores de edad 
empleadas  al servicio doméstico.  

 B) Derecho a un trato que no contradiga la condición humana de ser racional 
igual y libre, es decir, pretensión al respeto por parte de los demás, es decir. Ello 
impide considerar a la persona como un medio y, por tanto, su "patrimonialización"

[62]
; lo 

cual tiene su indudable importancia en el seno del Derecho del Trabajo. Esta faceta de 
la dignidad comporta: 

- El derecho a la seguridad y salud en el trabajo: es con total evidencia indigno que para 
ganarse la vida haya de perderse o arriesgar gravemente la misma, o poner en grave 
riesgo la salud. Por ello, la CDFUE coloca en el art.31, junto a la dignidad, la seguridad y 
salud en el trabajo, pues la relación entre ellas es tan estrecha como evidente, como 
también lo ha manifestado el TC, no sólo en general y fuera del ámbito del trabajo (STC 
53/1985); sino también en el ámbito del laboral de la prevención de riesgos,

[63]
 en que el 

TC ha relacionado la integridad física con el libre desarrollo de la personalidad.
[64]

  

- El derecho a la ocupación efectiva: (art.4.2.1a) ET): el TS ha vinculado la ocupación 
efectiva con la dignidad (STS 24 septiembre 1985, RJ 1985/4361). En este sentido, la 
STSJ Castilla-León (Valladolid), de 12 septiembre 2005 (AS) 2005/2580), define 
perfectamente el vínculo entre ocupación efectiva y dignidad:  

 
"La ocupación efectiva es un derecho vinculado íntimamente a la dignidad de 
la persona del trabajador, puesto que el trabajador no es una pieza insensible 
de la maquinaria productiva, sino una persona que se socializa también por su 
integración en el centro de trabajo, en el que aspira a la realización humana 
mediante el desarrollo de sus tareas, de manera que la privación infundada de 
tareas, aun cuando se mantenga el salario, frustra tal finalidad y produce en él 
un menoscabo de su dignidad personal y social. Por tanto, salvo en aquellos 
supuestos en los que la situación empresarial lo impida por razones 
económicas, técnicas, de fuerza mayor, etc., que no es el caso, la conducta de 
quien como empresario mantiene durante un determinado horario laboral en 
sus dependencias sin nada que hacer a una persona durante semanas o 
meses atenta contra su dignidad y obliga a reparar pecuniariamente el 
derecho mediante la indemnización de daños morales." 

- La prohibición de tratos vejatorios y degradantes o el derecho a no a sufrir 
humillaciones

[65]
;  

                                                 
[62]

 STC 212/1996,  de 19 de diciembre, F.8; STC 116/1999, de 17 de junio, F.11 
[63]

 STC 62/2007, de 27 de marzo; STC 160/2007, de 2 de julio, etc 
[64]

 STC 160/2007, F.2 - 
[65]

 STC 57/1994, 28 febrero.  



 

 

 

- El derecho a la no discriminación laboral que se plasma con toda claridad en la 
prohibición del acoso, sea sexual o por razón de sexo (art.7 LOIMH); o en el acoso 
laboral (art.4.2e) ET y art.50.1, art. 54 g ET).  

- El derecho al trato digno (respetuoso) frente al ejercicio de las facultades de vigilancia 
y control del empresario (arts. 18 y 20.3 ET). 

- El derecho a la "dignidad profesional"; que actúa como límite a la movilidad funcional y 
a la MSCT (art.39.1 ET  y art.50.1 ET). 

C)  El contenido esencial de los DDFF y los DDFF absolutos. 

En este último apartado se sitúa el contenido relacional de la dignidad, que contrasta 
con el contenido propio que hemos tratado de desgranar en los dos apartados 
anteriores.  

En este contenido relacional figura:  

- En primer término, el contenido esencial de los DDFF, significativamente de 
aquellos que el TC ha vinculado especialmente a la dignidad: como ha hecho el TC

[66]
, 

con los derechos a la integridad física y moral (art. 15) -como ya hemos visto- , a la 
libertad de ideas y creencias (art. 16), al honor, a la intimidad personal y familiar y a la 
propia imagen (art. 18.1); pero también de todos los demás: huelga, libertad sindical, 
negociación colectiva, etcétera.  

- En segundo término, se sitúan los derechos absolutos, que en materia laboral son: 

- La prohibición de la esclavitud, servidumbre, trata de personas y los trabajos forzosos: 
son casos paradigmáticos de cosificación de los trabajadores, reduciéndolos a meros 
objetos susceptibles de transmisión. Por ello, no sólo su prohibición ha alcanzado el 
rango de ius cogens laboral; sino que los mismos entroncan nuclearmente con el 
concepto de dignidad y su prohibición más elemental de tratar a las personas como 
cosas.  

En la línea de vincular los supuestos de esclavitud y trabajos forzosos o trata de seres 
humanos con la dignidad humana se ha situado tradicionalmente el TEDH. Así, por 
ejemplo, en STEDH 26 julio 205, Caso Siliadin c. Francia; STEDH 11 octubre 2012 
(Asunto. C.N contra Francia) STEDH 17/01/2016. Caso J. y otros c. Austria, STEDH 
30/03/2017. Caso Chowdury y otros c. Grecia. 

 

                                                 
[66]

 STC 53/1985, de 11 de abril. F.8 



 

 

 

REFLEXIONES SOBRE 
RECLAMACIÓN PREVIA Y VÍA 
PREVIA EN LOS DESPIDOS DE 
LAS ADMINISTRACIONES 
PÚBLICAS.  
 

Francisco Javier Hernáez Manrique 

Abogado 

 

La entrada en vigor el 2 de octubre de 2016 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre de 
Procedimiento Administrativo Común, derogó la Ley 30/92, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y con ella los 
artículos 120 y ss, que regulaban la reclamación previa a la interposición de demandas 
ante la jurisdicción social frente a las Administraciones Públicas y organismos públicos 
en materia laboral. Correlativamente, la disposición adicional tercera de la Ley 39/2015, 
ha venido a modificar los artículos 64, 69, 70, 72, 73, 85, 103 y 117 de la Ley 36/2011, 
Reguladora de la Jurisdicción Social (LRJS). 

Frente a quienes sostenían que se produce una sustitución de la reclamación previa 
(Falguera), por el recurso de alzada, García Perrote y Mercader Uguina

1
, con el texto 

literal del artículo 69, nos recuerdan la jurisprudencia de la Sala de lo Social, STS 08-10-
2009

2
, que ya estableciera que «los actos de la Administración cuando actúa como 

empresario no están sujetos al derecho administrativo, sino al derecho laboral, como los 
de cualquier otro empresario. Y al no estar sujetos al derecho administrativo, es claro 
que no le son de aplicación las previsiones que para la revisión de los actos 
administrativos…» y que por ello no nos encontramos ante actos sometidos al derecho 
administrativo. 

Sin embargo, hoy no puede afirmarse, al menos con rotundidad, que los actos del 
procedimiento disciplinario de aplicación al personal laboral de las Administraciones 
Públicas, no estén sometidos al derecho administrativo, o que lo estén, exclusivamente, 
a la normativa laboral.  

Podría defenderse que la regulación contenida en el EBEP, respecto del personal 
laboral, constituye su normativa laboral especial. Sin embargo la cuestión, a mi juicio 
resulta algo más compleja. 

 

Desde la entrada en vigor del Estatuto Básico del Empleado Público, texto vigente en la 
actualidad, aprobado por el RDL 5/2015, de 30 de octubre (EBEP), el personal laboral 
se encuentra sometido al régimen disciplinario del Título VII EPBD (arts. 93

3
 y ss) y a 

                                                 
1
 Dudas e incertidumbres en la supresión de la reclamación administrativa previa a la vía laboral por la Ley 39/2015, de 1 de 

octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

2
 Citada en STSJPV 20-06-2017, Rec 1166/2017. 

3
 Artículo 93. Responsabilidad disciplinaria. 
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“las leyes de Función Pública”, remitiéndose en lo no previsto a la legislación laboral, 
diferenciación que deja a las claras que el EBEP, constituye legislación administrativa

4
, 

como lo es la legislación de función pública de las CC.AA, que carecen de competencia 
sobre legislación laboral

5
. 

De estar regulado en la correspondiente Ley de Función Pública se aplicará el régimen 
disciplinario previsto en la misma. En nuestro caso, el Capítulo VIII, de la Ley 6/1989, de 
6 de julio, de Función Pública del País Vasco.  

La reciente sentencia del TS Sala Tercera de 30-03-2017 Recurso de casación en 
interés de la ley, declara aplicable y vigente el Régimen Disciplinario de los Funcionarios 
Civiles del Estado (Real Decreto 33/1986, de 10 de enero, por el que se aprueba el 
Reglamento de Régimen Disciplinario de los Funcionarios de la Administración del 
Estado. BOE 17 Enero 1986), para depurar las conductas no tipificadas como muy 
graves en el EBEP, a fin de que no queden impunes, las graves y menos graves al no 
encontrarse tipificadas en aquél texto legal. 

Esa exigencia de responsabilidad será igualmente exigible al personal laboral, ya que el 
art. 93 EBEP, en este caso, no se remite, como sí hace el ET a la regulación de los 
convenios colectivos

6
. La regulación de las faltas graves y menos graves se encuentran 

en el Régimen Disciplinario de los Funcionarios Civiles del Estado, de naturaleza 
reglamentaria y no legal, que habrá de entenderse de aplicación tanto al personal 
funcionario como al laboral, conforme a la sentencia señalada de la Sala de lo 
contencioso administrativo, so pena de dejar aquellas conductas impunes. 

Nos encontramos por tanto, en relación con los empleados públicos, con unos actos de 
las Administraciones y organismos públicos, sometidos al derecho administrativo y otros 
que únicamente están sometidos a la legislación laboral. 

No solo la materia disciplinaria se encuentra sometida a derecho administrativo. Las 
limitaciones a la negociación colectiva, hasta ahora, se entendía que debían tener su 
fundamento en una ley que así lo acordara. Sin embargo, en la actualidad el EBEP

7
, 

                                                                                                                                               
1. Los funcionarios públicos y el personal laboral quedan sujetos al régimen disciplinario establecido en el presente título y en 
las normas que las leyes de Función Pública dicten en desarrollo de este Estatuto. 

2. Los funcionarios públicos o el personal laboral que indujeren a otros a la realización de actos o conductas constitutivos de 
falta disciplinaria incurrirán en la misma responsabilidad que éstos. 

3. Igualmente, incurrirán en responsabilidad los funcionarios públicos o personal laboral que encubrieren las faltas consumadas 
muy graves o graves, cuando de dichos actos se derive daño grave para la Administración o los ciudadanos. 

4. El régimen disciplinario del personal laboral se regirá, en lo no previsto en el presente título, por la legislación laboral. 

4
 Artículo 7 EBEP. Normativa aplicable al personal laboral. 

El personal laboral al servicio de las Administraciones Públicas se rige, además de por la legislación laboral y por las demás 
normas convencionalmente aplicables, por los preceptos de este Estatuto que así lo dispongan. 

5
 Art. 149.1.7ª CE Competencia exclusiva sobre las siguientes materias: 

7ª Legislación laboral; sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas. 

6
 Artículo 58. Faltas y sanciones de los trabajadores. 

1. Los trabajadores podrán ser sancionados por la dirección de las empresas en virtud de incumplimientos 

laborales, de acuerdo con la graduación de faltas y sanciones que se establezcan en las disposiciones legales en el convenio 
colectivo que sea aplicable. 

2. La valoración de las faltas y las correspondientes sanciones impuestas por la dirección de la empresa serán siempre 
revisables ante la jurisdicción social. La sanción de las faltas graves y muy graves requerirácomunicación escrita al trabajador, 
haciendo constar la fecha y los hechos que la motivan. 

(…) 

7
 Artículo 32. Negociación colectiva, representación y participación del personal laboral. 

(…) 



 

 

 

encomienda la decisión de la suspensión o modificación del cumplimiento de los 
convenios colectivos del personal laboral, a los órganos de gobierno de las 
Administraciones Públicas.  

También se encuentran sometidas a derecho administrativo: a) la jornada de trabajo, 
permisos y vacaciones, que remite a la regulación prevista para los funcionarios

8
; b) el 

procedimiento de selección del personal
9
; c) la provisión y movilidad del personal 

laboral, en defecto de regulación en convenio colectivo
10

. 

Finalmente, estando de acuerdo con quienes han manifestado que el legislador no ha 
sido consciente de los problemas que pueden plantearse en el orden jurisdiccional social 
con las modificaciones incorporadas en la Ley 36/2011, quiero terminar con una 
referencia al número 3 del art. 69 LRJS

11
 que contempla una doble previsión disyuntiva. 

Este precepto se refiere a las acciones derivadas del despido y –dice- demás acciones 
sujetas a plazo de caducidad

12
. Es, por ello específico, para estos supuestos. 

El plazo de interposición de la demanda se contará “a partir del día siguiente a aquél en 
que se hubiera producido el acto o la notificación de la resolución impugnada, o desde 
que se deba entender agotada la vía administrativa en los demás casos”. 

Desde que se hubiere “producido el acto o la notificación de la resolución impugnada”.  

Los términos parecen diferenciar entre un acto, con independencia de su proceso de 
producción, tácito o expreso (sería el supuesto de un cese en virtud de la finalización de 
un contrato, mediando o no un preaviso) y la notificación de una resolución.  

                                                                                                                                               
2. Se garantiza el cumplimiento de los convenios colectivos y acuerdos que afecten al personal laboral, salvo cuando 
excepcionalmente y por causa grave de interés público derivada de una alteración sustancial de las circunstancias económicas, 
los órganos de gobierno de las Administraciones Públicas suspendan o modifiquen el cumplimiento de convenios colectivos o 
acuerdos ya firmados en la medida estrictamente necesaria para salvaguardar el interés público. 

8
 Artículo 51. Jornada de trabajo, permisos y vacaciones del personal laboral. 

Para el régimen de jornada de trabajo, permisos y vacaciones del personal laboral se estará a lo establecido en este capítulo y 
en la legislación laboral correspondiente. (arts. 47 a 50 EBEP) 

9
 Artículo 55. Principios rectores. 

(…) 

2. Las Administraciones Públicas, entidades y organismos a que se refiere el artículo 2 del presente Estatuto seleccionarán a 
su personal funcionario y laboral mediante procedimientos en los que se garanticen los principios constitucionales antes 
expresados, así como los establecidos a continuación: 

a) Publicidad de las convocatorias y de sus bases. 

b) Transparencia. 

c) Imparcialidad y profesionalidad de los miembros de los órganos de selección. 

d) Independencia y discrecionalidad técnica en la actuación de los órganos de selección. 

e) Adecuación entre el contenido de los procesos selectivos y las funciones o tareas a desarrollar. 

f) Agilidad, sin perjuicio de la objetividad, en los procesos de selección. 

10
 Artículo 83. Provisión de puestos y movilidad del personal laboral. 

La provisión de puestos y movilidad del personal laboral se realizará de conformidad con lo que establezcan los convenios 
colectivos que sean de aplicación y, en su defecto por el sistema de provisión de puestos y movilidad del personal funcionario 
de carrera. 

11
 LRJS Art. 69.3. En las acciones derivadas de despido y demás acciones sujetas a plazo de caducidad, el plazo de 

interposición de la demanda será de veinte días hábiles o el especial que sea aplicable, contados a partir del día siguiente a 
aquél en que se hubiera producido el acto o la notificación de la resolución impugnada, o desde que se deba entender agotada 
la vía administrativa en los demás casos. 

12
 Movilidad geográfica, modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, suspensión del contrato y reducción de jornada 

por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción o derivadas de fuerza mayor Art. 138 LRJS. 

Sanciones, art. 114, que remite al 103 LRJS. 



 

 

 

 

La mención a una resolución de la que se omite conscientemente el calificativo de 
administrativa  parece que pretende remarcar que no haya que agotar la vía 
administrativa, que es el caso que se contempla en el segundo término de la segunda 
disyuntiva.   

El término resolución, no arroja ninguna luz, ya que la resolución, no es una institución 
jurídica unívoca. Puede hacer referencia a una actividad administrativa típica, la 
resolución de un expediente administrativo, pero también a un acto jurisdiccional; una 
sentencia es una resolución judicial, pero también lo es una providencia o un auto. 
También es sinónimo del hecho de resolver, de finalizar algo. En un expediente 
contradictorio de un representante de los trabajadores, entre particulares, también se 
puede dictar una resolución, la resolución del expediente disciplinario, que ninguna duda 
ofrecerá sobre su régimen jurídico. 

Porque, ¿a qué se refiere el precepto cuando dice: “o desde que se deba entender 
agotada la vía administrativa en los demás casos”? 

¿Hay casos en los que hay que agotar la vía administrativa, en supuestos de despido? 

¿Cuáles son los supuestos
13

? 

Porque el agotamiento de la vía administrativa era preceptivo para acudir a la 
jurisdicción en la normativa anterior. Pero hoy, se dice que el legislador la ha suprimido, 
salvo para los supuestos que expresamente recoge: a) Resoluciones de Seguridad 
Social, arts. 71 y ss LRJS, mediante Reclamación Previa; 

b) En demandas frente al Estado por salarios de tramitación art. 117 LRJS
14

, ya no 
como reclamación previa (solicitud o resolución). 

Sin cuestionar que ha desaparecido la reclamación previa, ¿habrá que agotar la vía 
administrativa? 

Entiendo que sí, cuando esté previsto en la normativa de aplicación, como puede ser un 
expediente disciplinario. 

La advertencia de que una resolución, no es definitiva, por caber frente a la misma 
recurso de alzada ante la autoridad administrativa que se identifique, entiendo que no 
permitiría acudir directamente a la jurisdicción social a combatir la decisión de un 
despido, ya que, en ese caso, habría que agotar la vía administrativa.  

Sin embargo, la prudencia aconsejaría presentar la demanda y también el recurso de 
alzada. 

El legislador ha perdido la oportunidad de ordenar que en todos los supuestos de 
extinción de los contratos que adopte la Administración, tenga que comunicar al 
destinatario del acto extintivo, los recursos que caben frente a dicho acto y el plazo, que 
hoy reserva sólo a las resoluciones y actos administrativos ex art. 69.1 LRJS. 

                                                 
13

 AGOTAMIENTO DE LA VÍA ADMINISTRATIVA PREVIA A LA JURISDICCIÓN SOCIAL TRAS LA LEY 39/2015, DEL 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS, (SÁNCHEZ PÉREZ, Pedro), en 
Revista General de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social 45 (2017).  

14
 Artículo 117. Requisito del agotamiento de la vía administrativa previa a la vía judicial 

1. Para demandar al Estado por los salarios de tramitación, será requisito previo haber reclamado en vía administrativa en la 
forma y plazos establecidos, contra cuya denegación el empresario o, en su caso, el trabajador, podrá promover la oportuna 
acción ante el juzgado que conoció en la instancia del proceso de despido. 

2. A la demanda habrá de acompañarse copia de la resolución administrativa denegatoria o de la instancia de 

solicitud de pago. 
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9.30 INAUGURACIÓN DE LA 
JORNADA. PRESENTACIÓN.  

 
Interviene:  
Francisca Gómez Sánchez 
Secretaria Confederal de Afiliación, 
Servicios y Asesoramiento CS 
CCOO 
Jaime Cedrún. Secretario General 
CCOO Madrid. 
Amaya Olivas Diaz. Magistrada 
Social 1 de Madrid. Juezas y 
Jueces para la  Democracia. 

 
 9.45 LOS EFECTOS DE LA 

PRECARIEDAD LABORAL: 
ANÁLISIS SINDICAL.  

 
Interviene: Unai Sordo. Secretario  
General.  CS de CCOO  

 
10.15 LA SITUACIÓN DE LA 

INDEMNIZACIÓN POR 
TERMINACIÓN DE LOS 
CONTRATOS TEMPORALES: 
ÚLTIMA DOCTRINA JUDICIAL Y 
ALCANCE DE LA CUESTIÓN 
PREJUDICIAL FORMULADA POR 
EL TS.  

 
Pablo Surroca Casas. Magistrado 
Social 3 de Sevilla. Juezas y 
Jueces para la  Democracia. 
Modera: Amaya Olivas Díaz. 
Magistrada Social 1 de Madrid. 
Juezas y Jueces para la  
Democracia. 

 
12.00  LAS NUEVAS FORMAS DE 

ORGANIZACIÓN EMPRESARIAL 
(ECONOMÍA COLABORATIVA, 
MULTISERVICIOS,…): RETOS A 
LA APLICACIÓN DE LA 
LEGISLACIÓN LABORAL Y LA 
PARTICIPACIÓN SINDICAL.  
 
Eva Garrido Pérez. Catedrática 
Derecho del Trabajo y Seguridad 
Social. Universidad de Cádiz.  
Modera: Maria José Romero 
Rodenas. Profesora Titular 

Derecho del  Trabajo y Seguridad 
Social. UCLM. ExMagistrada TSJ 
Castilla-La Mancha. 

 
13.00 CONTRATACIÓN A TIEMPO 

PARCIAL: ALCANCE DE LA 
REVISIÓN DEL SISTEMA DE 
PRESTACIONES POR 
DESEMPLEO A LA VISTA DE LA 
NUEVA DOCTRINA DEL 
TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA 
UNIÓN EUROPEA.  
 
Antonio Seoane García. 
Magistrado Social 34 de Madrid. 
Juezas y Jueces para la  
Democracia. 
Modera: Pablo Surroca Casas. 
Magistrado Social 3 de Sevilla. 
Juezas y Jueces para la  
Democracia. 

 
 
 
16.15 LOS DERECHOS DE 

INFORMACION Y CONSULTA EN 
MATERIA DE CONTRATACIÓN 
EN LA EMPRESA: CONTENIDO Y 
ACCIONES DE TUTELA.  

 
Gloria Rodriguez Barroso. 
Magistrada Social 8 Madrid. Juezas 
y Jueces para la  Democracia. 
Modera: José Luis Asenjo Pinilla. 
Magistrado TSJPV Sala Social.  
Juezas y Jueces para la  
Democracia. 

 
17.15  LOS ABUSOS DE LA 

TEMPORALIDAD EN EL EMPLEO 
PÚBLICO: LA VIABILIDAD DE 
LAS VÍAS DE CONSOLIDACIÓN 
DEL PERSONAL INDEFINIDO NO 
FIJO.  

 
Ponente: Carlos Alfonso Mellado. 
Catedrático Derecho del  Trabajo 
Universidad de Valencia  
Modera: Miriam Pinillos 
Carrascosa. Secretaría de Políticas 
Públicas FSC-CCOO
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